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Tanto el nacimiento del concepto gobernanza como su auge teórico se presentaron a 
finales de la década de los años setenta del siglo XX, en el marco de una coyuntura política 
internacional caracterizada por la crisis del modelo jerárquico o vertical de los estados 
sociales occidentales (Aguilar, 2006). Desde entonces, y en la medida en la que ha venido 
aumentando la bibliografía académica vinculada con la gobernanza, el espectro de propuestas 
teóricas y prácticas sobre la significación teórica del concepto y sus posibilidades reales de 
intervención y aplicación desde la administración pública se han diversificado conforme con 
las especificidades de las problemáticas que enfrenta una sociedad o comunidad particular. 
No obstante la mencionada diversificación y popularización del vocablo, comúnmente la 
gobernanza tiende a hacer referencia a novedosas estructuras de gestión conformadas por 
multitud de actores políticos, sociales y económicos, y “parte del supuesto de que tanto el 
““todo gobierno” como el “todo mercado” han fracasado” (Roth, 2002, p. 112). 
Al respecto, y si bien la 
… legislación colombiana reconoce el carácter común de los recursos naturales 
renovables y la necesidad de la acción mancomunada entre las comunidades, 
organizaciones privadas e instituciones públicas para la gestión de dicho patrimonio 
desde la promulgación del Decreto 2811 de 1974, las  decisiones vinculantes orientadas 
a dirimir las problemáticas asociadas a tales dilemas colectivos parecen ser tomadas en 
el marco de un esquema jerárquico de gobierno, cuyas disposiciones tienden a 
evidenciar tanto el peso de los grandes agentes económicos explotadores de los 
recursos naturales como la omisión de las demandas de las organizaciones y 
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movimientos sociales de usuarios no productivos, que en algunos casos representados 
en órganos consultivos no son tenidos en cuenta más que como opinadores (González, 
2017, p. 207). 
Partiendo de lo hasta ahora expresado, y con miras a establecer las posibles 
implicaciones del desarrollo e implementación de estrategias de gobernanza del agua en los 
territorios bajo la jurisdicción de CORNARE y CORANTIOQUIA, entendidas como 
limitaciones, oportunidades y posibilidades reales de ejecutar dinámicas de  participación 
social para la gestión del recurso hídrico, el presente informe de investigación comienza por 
indagar acerca del concepto de gobernanza en procura de establecer tanto los atributos del 
mismo como su relación con la gestión del agua, posteriormente se hace un recorrido 
histórico de los principales hitos en materia de producción normativa con el fin esclarecer la 
forma en la que se encuentra estructurado el actual modelo de gestión del recurso en el 
departamento de Antioquia, para continuar con el desarrollo de un análisis valorativo de la 
gestión del agua a partir del desempeño de las autoridades ambientales con jurisdicción en el 
territorio objeto de estudio y de los desafíos de gobernabilidad identificados en el análisis. El 
estudio continúa con la exposición de las tres principales controversias registradas a partir 
del análisis de las narrativas y contranarrativas identificadas mediante el análisis de los 
marcos normativos y las entrevistas realizadas a los actores representativos, y procede con el 
desarrollo de las implicaciones que puede suponer la implementación de modelos de 
gobernanza del agua en el área estudiada, prestando especial atención tanto a las limitaciones 
como a las oportunidades encontradas a lo largo del análisis, para finalizar con la 
presentación de las conclusiones de la investigación.  
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1. De la (in)gobernabilidad a la gobernanza: Evolución de los conceptos y su 
relación con la gestión del recurso hídrico 
En el presenta capítulo, con el fin de exponer el origen del concepto gobernanza, se 
toma como punto de partida la idea de crisis de gobernabilidad de los estados sociales 
occidentales defendida por la Comisión Trilateral y se presentan las repercusiones de esa 
tesis los planos político y económico. Posteriormente se plantea el debate acerca de los tipos 
de gobernanza como formas de autoorganización institucional de actores públicos, 
económicos y sociales, para a continuación indagar acerca de las coyunturas políticas en las 
que prosperaron esas formas de autoorganización. Luego se ahonda en el debate teórico sobre 
el concepto de gobernanza,  entendido como la acción mancomunada y articulada entres los 
tres estilos de autogobernación, y se exponen los atributos identificados para dicho término. 
Finalmente, tomando como punto de partida el análisis desarrollado, se plantea la relación 
entre la gobernanza y la gestión del recurso hídrico, se definen las características de la 
gobernanza del agua y se presenta el marco teórico estructurado para indagar acerca de las 
posibilidades, oportunidades y desafíos de implementar modelos de gobernanza del agua en 
el área a la que se ha delimitado la investigación. 
1.1. La (in)gobernabilidad y las reformas neoliberales 
Conforme con lo planteado por Aguilar (2006), el concepto de gobernanza surge en 
respuesta a la crisis de gobernabilidad esbozada en el libro The Crisis of Democracy: Report 
on the Governability of Democracies to the Trilateral Commission (Crozier, Huntington, & 
Watanuki, 1975). La tesis defendida en dicho texto consiste en que  
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… los estados sociales se encontraban en peligro probable o inminente de 
tornarse ingobernables debido a la sobrecarga1 de sus sistemas políticos, es decir que 
la democracia de los estados occidentales estaba en crisis debido a un exceso de 
democracia, o en otras palabras y partiendo de la noción de sobrecarga, los estados 
sociales se tornaban ingobernables al no tener la disponibilidad de recursos –fiscales, 
administrativos o de autoridad- necesarios para responder adecuadamente al creciente 
número de demandas provenientes de su sociedad por vías formales e informales 
(González, 2017, p. 207-208). 
Al respecto, Aguilar (2006) señala que para los autores trilaterales la posibilidad de que 
un Estado se torne ingobernable es producto del patrón de gobernación de los gobiernos de 
los estados sociales, que en años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, habían construido 
su principio de legitimidad a partir de un discurso ideológico igualitario de bienestar que se 
materializa en la provisión de bienes y servicios a los ciudadanos. De ésta forma Crozier et 
al. (1975) sitúan la previsible ingobernabilidad de los estados en el componente dogmático 
de sus marcos constitucionales, planteando la posibilidad de la  modificar las cartas magnas 
en aras de una reorganización institucional que culminaría con el adelgazamiento o 
vaciamiento de los mismos y el consecuente recorte en las responsabilidades sociales que 
estos poseen (Kim, 2007; Monedero, 2009). De esa manera se promovía una menor 
intervención del Estado en el mercado y en los demás espacios en los que se había mostrado 
ineficaz e ineficiente y la alteración de las relaciones existentes entre los ciudadanos y la 
                                                          
1 La sobrecarga es entendida como la “… desproporción que se abre entre las demandas sociales, estimuladas 
por la expansión democrática de la participación ciudadana y los activismos de los partidos políticos, y los 
recursos disponibles de gasto público y autoridad política de los gobiernos para poder darles respuesta” 
(Aguilar, 2006, p. 56).   
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institucionalidad pública, abogando por una mayor independencia y autonomía de los 
primeros frente a las organizaciones del estado (Aguilar, 2006). 
1.2. Repercusiones de las propuestas de Crozier, Huntington, y Watanuki  
Es posible plantear dos tipos repercusiones de las propuestas trilaterales y de la 
previsible crisis de gobernabilidad de los estados sociales advertida por sus defensores, las 
cuales se encuentran estrechamente relacionadas entre sí: la primera ellas consiste en el 
recorte de las responsabilidades sociales de las instituciones públicas en aras de asegurar la 
pervivencia económica de los estados, permitiendo así la entrada de las fuerzas de mercado 
a la prestación de servicios sociales básicos; y la segunda es la crisis de legitimidad y 
representatividad resultante de la deficiente capacidad de las instituciones públicas para 
satisfacer las demandas de sus ciudadanos. 
1.2.1. Implicaciones económicas de las propuestas trilaterales 
En lo que respecta a las propuestas de cambio en materia de política económica 
contempladas por los teóricos de la crisis de la gobernabilidad, González (2017) 
parafraseando a  Lechner (2001) sostiene que éstas, agitando la bandera de le eficiencia y 
cuestionando la eficacia del modelo jerárquico tradicional, sirvieron para permitir la entrada 
del mercado en asuntos públicos y para desplazar el estado por el mercado como motor de 
desarrollo social, en el marco de una interpretación neoliberal en la que el orden producido 
por la planificación y acción de las instituciones públicas pasaba a ser reemplazado por un 
supuesto orden autorregulado que surgía de forma espontánea a partir de la acción humana y 
el mercado. De este modo la pérdida de la centralidad de las instituciones del estado en el 
ámbito político en general, y en la provisión de bienes y servicios en particular, se configura 
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como consecuencia directa de las transformaciones políticas acaecidas a partir de la década 
de los setenta del siglo pasado (Lechner, 2001; Millán, 2001). 
Por su parte Monedero (2009) afirma que “Las propuestas que la Trilateral 
recomendaba para el mundo constituyen el programa de máximos del neoliberalismo (…) 
donde los Estados nacionales debían mutar, cambiar su sustancia pluralista y democrática 
alcanzada en el periodo de posguerra, para dejar espacio a formas de gobiernos supranacional 
que garantizaran principalmente el comercio mundial” (p. 156). Y añade que ante el 
agotamiento del Estado Keynesiano, el informe entregado a la Comisión Trilateral representa 
“una respuesta ideológica poderosa orientada a cambiar la crisis de legitimidad en crisis de 
gobernabilidad” (Monedero, 2009, p. 153). 
 En respuesta a las propuestas trilaterales, y trayendo a colación nuevamente los 
postulados de Lechner (2001), González (2017) plantea que la interpretación neoliberal de la 
crisis pierde credibilidad en dos puntos fundamentales a saber: en primer lugar porque el 
mercado no se constituye como orden autorregulado, ya que no posee capacidades de 
autolimitación o autosuficiencia intrínsecas sino que requiere de elementos externos como el 
derecho y la política para delimitar su acción; y en segundo lugar porque en un escenario de 
economía mundial que se guía por criterios de competitividad y productividad, compete al 
estado organizar la competitividad de su país y defenderla del poder económico de otros 
países (Lechner, 2001). 
Partiendo de las ideas hasta ahora planteadas, conviene considerar que si bien “hubo 
una indudable retórica catastrofista que servía a intereses políticos (…) el nocivo desempeño 
de los gobiernos en el temario del crecimiento económico y del desarrollo social fue algo 
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indiscutible” (Aguilar, 2006, p. 61), “es decir que si bien la crisis del modelo de estado 
jerárquico fue una realidad, la respuesta promovida por los autores trilaterales no parecía ser 
la solución” (González, 2017, p. 209). 
1.2.2. El agotamiento del esquema jerárquico y la crisis de legitimidad 
No obstante lo hasta ahora expuesto, es posible afirman que el alcance de la crisis de 
gobernabilidad reseñada no se reducía de forma exclusiva al ámbito política económica, y en 
consecuencia a la provisión de bienes y servicios y a la planeación del desarrollo, puesto que 
sus repercusiones, cuestionando de forma directa las responsabilidades del estado y su rol 
como agente exclusivo encargado de la dirección de la sociedad, terminaron por erosionar la 
legitimidad de sus instituciones y por lo tanto la representatividad de éstas y de sus 
gobernantes (Aguilar, 2006; Lechner, 2001; Monedero, 2009; Subirats, 2010).  
Teniendo en cuenta lo anterior conviene, en principio, abordar al concepto de 
representatividad, que de acuerdo con Catlaw (2007) se fundamenta en la idea de presencia 
metafísica del pueblo tanto en las instituciones políticas de gobierno como en la toma de 
decisiones por parte de los dirigentes, y es soportado a partir de dos idea aceptadas en la 
sociedades occidentales y estrechamente relacionadas con el concepto de soberanía popular: 
i) la comunidad política antecede a las instituciones públicas formales que pasan a configurar 
un estado-nación, por lo tanto esas instituciones son una construcción social que 
supuestamente reivindica los deseos y preferencias de quienes las erigen; y ii) en la medida 
en la que los dirigentes son elegidos por vías democráticas como representantes por los 
miembros de una comunidad sus decisiones se traducen en expresión de la voluntad de las 
personas que los eligieron.  
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En el marco de los parámetros de la democracia representativa y del sufragio universal 
como medio para la elección de los gobernantes, los poderes adquiridos por éstos son el 
resultado de una concesión de sus conciudadanos, a partir de la cual se posibilita la existencia 
de un poder autónomo encargado de la toma de decisiones para la resolución de las 
problemáticas propias de la vida asociada y para direccionar las acciones de las instituciones 
públicas hacia la garantía de unos derechos y necesidades básicas de su población (Fabbrini, 
2009). Partiendo de lo anterior es posible establecer que desde la perspectiva tanto del patrón 
jerárquico de gobierno como de la representatividad democrática que lo caracteriza, la 
elección de un gobernante es la materialización de la acción colectiva de una sociedad 
(Fabbrini, 2009), puesto que éste pasa a estar investido de las capacidades necesarias para el 
desempeño de los funciones anteriormente mencionadas a partir de la elección realizada por 
los ciudadanos. 
Una vez sentadas las anteriores claridades conviene señalar que al ser cuestionada la 
gobernabilidad, “definida como la capacidad de conducción de las sociedades” (Monedero, 
2009, p. 142) y referente al conjunto de capacidades que debe poseer la institucionalidad 
pública para estar en condición de guíar a la sociedad hacia unos objetivos específicos de 
bienestar y de responder a sus demandas (Aguilar, 2006), la legitimidad de las instituciones 
encargadas del ejercicio de dichas funciones y de los gobernantes pasa a quedar en 
entredicho. A este respecto González (2017) señala que, 
Cuestionando de forma directa el discurso neoliberal bajo el cual se apoyaba el 
modelo naciente, Monedero (2009) sostiene que las propuestas articuladas en el 
informe presentado a la Comisión Trilateral no fueron más que una respuesta 
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ideológica a partir de la cual se buscaba combatir el ímpetu democratizador de los 
nuevos movimientos sociales que se expandían por Europa y América en ese tiempo 
(p. 208).  
En este orden de ideas, para Monedero (2009) la cuestión de la ingobernabilidad no era 
más que un planteamiento retórico construido para negar la crisis de legitimidad de los 
estados occidentales, que radicaba en la incapacidad de responder a las demandas de sus 
sociedades, y una oportunidad para cambiar el carácter pluralista y democrático alcanzado 
en los años de posguerra por un escenario propicio para la reducción del estado, a partir del 
cual se abría espacio a formas de gobierno supranacional encargadas de garantizar el 
comercio mundial. 
1.3. Los tipos de gobernanza  
En materia de análisis político, y partiendo de la indagación realizada acerca del 
término en cuestión, es posible  reseñar la existencia de tres tipos o estilos de gobernanza a 
tener en cuenta, cada uno de los cuales obedece a una lógica clara y diferenciada: La 
gobernanza jerárquica, la de mercado y la de redes sociales (Jessop, 2008; Meuleman, 2008).  
La gobernanza jerárquica o de estado se refiere al antiguo patrón de gobernación de los 
estados sociales, caracterizado por entender que las instituciones públicas eran las únicas 
facultadas y capacitadas para llevar a cabo las tareas relativas a la dirección de la sociedad 
mediante la coordinación coactiva (Jessop, 2008). Por su parte, la gobernanza de mercado es 
entendida por Jessop (2008) como la anarquía del intercambio, se caracteriza en aspectos 
relativos a la administración pública por la defensa del individualismo metodológico en la 
toma de decisiones (Meuleman, 2008), y es reconocida por haberse consolidado como una 
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respuesta parcial a la percepción del fracaso de la burocracia centralizada y la ingeniería 
social dirigida por el gobierno (Catlaw, 2007). Finalmente, la gobernanza de redes sociales 
se refiere al surgimiento de redes de interacción horizontales e interdependientes -heterarquia 
de la autoorganización- (Jessop, 2008), que se manifiestan tanto a la consolidación de la 
autogestión de las comunidades cuando comienzan a generar sus propias instituciones de 
autogobierno para gestionar sus dilemas comunes y desarrollar actividades productivas en 
colectivo (Bowles & Gintis, 2001; Ostrom & Ahn, 2003), como en el surgimiento desde 
finales de la década de los setenta de los nuevos movimientos sociales de acción colectiva 
(Fonseca & García, 2011, referenciando a Tilly (2005)), que se instituyen como 
organizaciones sociales que suelen representar los intereses comunidades en riesgo, 
reivindican demandas sociales y se sitúan entre el sistema político tradicional y la sociedad 
civil. Es pertinente además señalar que las dinámicas propias de la gobernanza comunitaria 
planteadas hasta ahora pueden ser comprendidas como el resultado tanto de la crisis de 
gobernabilidad de los estados de bienestar como de las fallas del mercado (Bowles & Gintis, 
2001), y por lo tanto se convierten ya sea en una respuesta de movilización de las 
comunidades ante la insuficiencia del gobierno y el desinterés del mercado, o en una 
alternativa de acción social colectiva orientada a llenar los vacíos no cubiertos tanto por las 
instituciones públicas como por los agentes de mercado. 
1.4. Un nuevo debate: el cambio en la política y en las políticas 
De acuerdo con Subirats (2010) las políticas públicas tuvieron su época dorada entre la 
conclusión de la Segunda Guerra Mundial en 1945 y mediados de la década de los setentas 
en el marco del estado de bienestar, momento en el cual se fueron desarrollando múltiples 
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entramados gubernamentales de respuesta a las demandas sociales a partir de políticas 
calificadas por el autor como universalistas, puesto que buscaban responder a necesidades y 
demandas que se asumían como homogénas. A este respecto es posible añadir que “… el 
diseño de estas políticas se hizo de manera acumulativa: a cada nueva demanda, a cada nuevo 
derecho reconocido, le fueron correspondiendo nuevas responsabilidades políticas 
diferenciadas, nuevos servicios, nuevos ≪negociados≫ administrativos, nuevas 
especializaciones profesionales” (Subirats, 2010, p. 23-24). 
Sin embargo, a partir de finales de la década de los setenta del siglo pasado, en medio de la 
anteriormente expuesta crisis de gobernabilidad, comienzan a ponerse de manifiesto cambios 
en el rol desempeñado por el estado, que progresivamente ha ido recortando las funciones 
sociales a partir de las cuales se garantizaban los derechos de sus ciudadanos mediante la 
provisión de bienes y servicios; se consolidaba igualmente el cambio en el modelo de 
producción capitalista, que ha evolucionado de ser un proceso de desarrollo de las mercancías 
a partir de una misma línea de producción fabril –fordismo- a convertirse en un esquema 
productivo en el cual las compañías subcontratan la producción de las diferentes partes de 
una mercancía con otras empresas –toyotismo-, en muchos casos ubicadas en lugares lejanos 
de las factorías de ensamblaje; y comenzaba a vislumbrarse el nacimiento de la 
financiarización del capitalismo, que he devenido en una nueva forma de reproducción del 
capital a través de la expansión de los mercados de servicios con la ayuda las tecnologías de 
la información. Hechos como los anteriormente enunciados suponen el inicio de un proceso 
de erosión irreversible de los viejos factores de certeza2 (Monedero, 2009; Subirats, 2010), 
                                                          
2 También denominados por Subirats (2010) como marcos de encuadramiento social. Pueden ser entendidos 
como las características fundamentales que tanto desde el punto de vista productivo y tecnológico como desde 
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que se materializan en la incertidumbre de las sociedades respecto a quién lidera el desarrollo 
de una nación y la conduce a unas determinadas metas de bienestar (Aguilar, 2006), la 
pérdida del sentido político de la política mediante la supresión de las ideologías en nombre 
de la eficiencia del mercado (Monedero, 2009), y la globalización tanto del capital productivo 
como del financiero, que ahora es “… permanentemente movilizable y efectivamente 
movilizado, mientras que el trabajo solo es local, y cada vez es menos permanente, mas 
condicionado por la volatilidad del espacio productivo” (Subirats, 2010, p. 20). 
Partiendo de los cambios sociopolíticos resultantes de la crisis de gobernabilidad y la 
consecuente ruptura de los factores de certeza característicos de los estados de bienestar, 
Subirats (2010) sostiene que el bienestar social pasa a convertirse en una demanda personal 
o comunitaria básica, por lo tanto debe dejar de ser entendido como el mantenimiento de los 
derechos sociales de toda la población, tal y como era concebido en el marco de las políticas 
de los estados sociales y jerárquicamente centralizados, para ser pensado a partir de una 
nueva forma de comprensión de las relaciones sociales, que de manera integradora y solidaria 
reconozca la pluralidad y especificidad de las problemáticas y la participación como medio 
para la comprensión y atención de las mismas. De acuerdo con el mismo teórico, en la medida 
en la que se reconozca la pluralidad y autonomía tanto de los múltiples tipos de actores como 
de problemas y se tenga en cuenta que la respuesta adecuada no es únicamente la 
técnicamente posible sino también la socialmente aceptada (Subirats, 2011), será posible 
avanzar hacia el desarrollo de políticas públicas de nueva generación, a partir de las cuales 
se viabilice continuar la lucha contra la desigualdad pero reconociendo las diferencias, 
                                                          
el punto de vista de la forma de estructura y composición social soportan y dan certeza al modo de vida de una 
sociedad en un momento específico.  
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particularidades y la autonomía de los grupos (Subirats, Si la respuesta es gobernanza, ¿cuál 
es lapregunta? Factores de cambio en la política y en las políticas, 2010). 
Desde otra perspectiva Bowles y Gintis (2001) sostienen que en medio del desencanto 
con las utopías de izquierda y derecha a finales del siglo XX, se comenzaba a creer que las 
fallas del mercado son las regla y no la excepción y que los gobiernos no están lo 
suficientemente informados o lo suficientemente capacitados para hacerse responsables de 
corregir dichas fallas. Partiendo de ese contexto, que refuerza el supuesto “… de que tanto el 
“todo gobierno” como el “todo mercado” habían fracasado” (Roth, 2002, p. 112), comienza 
la indagación acerca de nuevos estilos de gobernar que, asumiendo el agotamiento del 
modelo de libre mercado y el del esquema jerárquico tradicional basado en la autoridad 
estatal y el uso de la coerción, busquen redefinir las estrategias de gestión a partir de redes 
de interacción entre los múltiples tipos de gobernanza antes planteados.  
Al respecto es posible sostener que en la actualidad, además de la continuidad de los 
debates ideológicos reseñados y de la no consolidación de unos nuevos factores de certeza, 
y de acuerdo con González (2017) referenciando a  Ballester, Espluga, Hernández y Subirats 
(2011), la legitimidad de las instituciones públicas tiende a ser cada vez más cuestionada por 
una ciudadanía más reflexiva y crítica, que no se conforma con el rol tradicional de gobernado 
u opinador, sino que considera tener el derecho de influir en todo aquello que le afecta y 
comienza a mostrar disposición de hacerlo. Además, “… los gobiernos de todos los niveles 
se ven obligados a esforzarse para reaccionar de manera eficaz en un entorno cada vez más 
complejo, incierto y dinámico donde la mera provisión tecnocrática de servicios no suele 
resolver demasiados problemas” (Ballester et al., 2011, p. 4). De esta manera es posible 
entender el concepto de gobernanza en el escenario actual como una “…respuesta a la crisis 
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de los paradigmas y de las rutinas institucionales que habíamos ido construyendo en 
escenarios más estables” (Subirats, Si la respuesta es gobernanza, ¿cuál es lapregunta? 
Factores de cambio en la política y en las políticas, 2010). No obstante lo anterior, y de 
acuerdo con González (2017): si la respuesta es gobernanza, ¿Cómo debe ser ésta entendida? 
1.5. Gobernanza y Metagobernanza: hacia la identificación de los conceptos 
Como se mencionó anteriormente, algunos teóricos toman como punto de partida para el 
análisis del concepto en cuestión la existencia de tres tipos de gobernanza –un modelo 
jerárquico de estado, uno anárquico de mercado y otro social o comunitario relacionado con 
la autogestión-, cada uno de los cuales obedece a lógicas bien diferenciadas, está claramente 
definido desde el punto de vista organizacional y posee unos estilos característicos de 
arreglos institucionales (Jessop, 2008; Meuleman, 2008). Sin embargo los mismos autores, 
reconociendo las limitaciones de cada una de las estructuras y estilos de gobernanza y 
resaltando ya sea la alta complejidad de los problemas sociales en actualidad (Meuleman, 
2008), o la imperiosa necesidad que para los estados representa desarrollar estrategias 
encaminadas a superar las fallas del mercado (Jessop, 2008), plantean la posibilidad de 
reconciliar las tres formas de gobernanza en cuestión a partir del desarrollo de estrategias de 
interacción entre las mismas mediante el diseño e implementación de nuevos arreglos 
institucionales. 
De esta manera los dos autores incluyen en el debate académico acerca de los modelos de 
gestión pública el concepto de metagobernanza, que según sostiene Jessop (2008) haciendo 
alusión a los tres estilos de gobernanza antes expuestos, se refiere “… a cómo se mantiene el 
peso relativo de estos modos de regulación o gobernanza de forma equilibrada” (p. 63). Si se  
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tiene en cuenta que para el mismo autor “… la gobernanza se refiere a cualquier forma de 
coordinación de relaciones sociales interdependientes, desde las simples interacciones 
diádicas basta las complejas divisiones sociales del trabajo” (Jessop, 2008, p. 60), es posible 
afirmar que la metagobernanza puede ser entendida como una forma de gobernar –una 
gobernanza- las gobernanzas, en la medida en la que pasa a ser aceptada la idea de que el 
estado es sólo una entre varias estructuras a partir de las cuales se desarrollan intentos por 
superar las insuficiencias del mercado (Jessop, 2008). Por su parte, para Meuleman (2008) la 
metagobernanza es un medio para producir cierto grado de gobernanza coordinada, 
mediante el diseño y la gestión de combinaciones de las gobernanzas jerárquica, 
de mercado y de redes, para lograr las mejores respuestas posibles desde el punto 
de vista de los responsables del desempeño de las organizaciones del sector público 
(p. 68). 
Teniendo en cuenta lo hasta ahora expuesto, y rescatando la perspectiva de los dos teóricos 
hasta ahora abordados, es posible sostener que el concepto de metagobernanza llama la 
atención acerca de la necesidad de rescatar al estado como conjunto de instituciones legal y 
legítimamente dotadas de poder coactivo, que al ser tomadoras de decisiones vinculantes para 
el resto de los actores de una sociedad, deben dotarse de herramientas que les permitan 
gestionar los asuntos públicos a partir de la inclusión, participación y acción mancomunada 
y coordinada tanto de sus entidades como de las organizaciones sociales y agentes de 
mercado. 
Al respecto, y dejando de lado el prefijo “meta”, González (2017) parafraseando a 
Aguilar (2006) afirma que la cuestión de la gobernanza comienza a ser materializada en el 
momento en el que los gobiernos aceptan la necesidad de integrar al proceso de gobernar a 
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un conjunto de actores que son independientes de las instituciones públicas, reconociendo 
que son importantes para fijar el rumbo de una sociedad y que sus recursos y competencias 
son fundamentales para la resolución de los problemas y conflictos la aquejan. Una vez 
sentada esa claridad, Aguilar (2006) define la gobernanza como una capacidad de gobernar 
que 
consiste y se muestra en las pautas de comportamiento que los gobernantes practican al 
relacionarse con los diversos grupos sociales para definir con ellos los objetivos de valor 
de la vida asociada, procurar su aporte para realizarlos, atender sus problemas, arbitrar 
conflictos y agravios que aparecen inevitablemente en la convivencia humana (p. 65-66). 
Como se puede observar la idea de gobernanza planteada por el último autor no dista 
mucho de la metagobernanza antes presentada, puesto que en la misma las instituciones del 
estado ostentan el papel de metagobernadoras al abogar por la interacción con un diverso 
espectro de actores y grupos, promoviendo tanto por la inclusión de éstos en la toma de 
decisiones como su participación de los procesos de gestión para el logro de unos objetivos 
conjuntamente pactados; en el marco de un nuevo estilo de gobernar en el que las 
instituciones públicas asumen el rol de mediadoras de conflictos entre la multiplicidad de  
actores presentes en su sistema político. Desde una mirada parecida a la anterior, González 
(2017) referenciando a Page (2013) plantea que la gobernanza se refiere a un proceso de 
formulación, decisión e implementación de políticas públicas en el que el rol institucional 
jugado por el gobierno es de coordinación multiinstitucional e intersectorial, constituyéndose 




En aras de brindar una definición más general del concepto de gobernanza, mediante 
la cual sean cubiertos tanto sus múltiples definiciones como los estilos inicialmente 
divorciados, Meuleman (2008) la comprende como “… la totalidad de interacciones en las 
que participan el gobierno, otros cuerpos públicos, el sector privado y la sociedad civil, con 
el objetivo de resolver problemas sociales o crear oportunidades sociales” (p. 11). 
Por otro lado, pero sin ahondar en el rol de las instituciones del estado, Subirats (2010) 
define la gobernanza “… como una nueva forma de regulación del conflicto, caracterizado 
por la interacción y la cooperación de múltiples actores articulados en red para el desarrollo 
de proyectos colectivos” (p. 25). Finalmente, desde una mirada similar a la de Subirats y en 
referencia a la gobernanza ambiental, Alfie (2013) entiende el concepto en cuestión “… como 
un nuevo instrumento de política que podría permitir dinamizar la gestión frente a diversos 
conflictos espacio/ambientales” (p. 9), y lo define “…como una combinación amplia de 
agrupaciones políticas reunidas en arenas de participación y deliberación, para tratar de 
aliviar reconocidos dilemas ambientales” (p. 8). 
 Con miras a establecer un criterio unificado entre los conceptos de gobernanza y 
metagobernanza, que sea de utilidad para la identificación de un patrón de gobernación 
interactivo y transversal tanto a las organizaciones del estado como a las de la sociedad civil 
y de mercado, a continuación se expondrán los atributos del término a partir de ahora 
denominado gobernanza -sin prefijos o calificativos, entendido de forma general y abogando 
por cubrir todos los estilos y enfoques de gobernanza específicos-, esbozadas mediante el 
análisis de las nociones anteriormente expuestas tanto de ese concepto como de la 
mategobernanza y en las ideas anteriormente planteadas por el escritor de este texto en el 
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artículo titulado Desafíos de la gobernanza ambiental: una aproximación a las implicaciones 
de la Gestión Integrada del Recurso Hídrico en Colombia (González, 2017): 
1) Aboga por la inclusión de un amplio espectro de actores en los procesos de toma de 
decisiones y gestión, contemplando, además de entidades gubernamentales, agentes 
productivos y agremiaciones económicas o intelectuales, la participación de 
movimientos sociales, ONGs y asociaciones comunitarias, entre otros; 
2) la acción colectiva para la atención de dilemas comunes se articula a partir de redes 
conformadas por múltiples tipos de actores, que constituidas como instituciones 
formales o creadas a partir de la interacción informal entre éstos en un determinado 
subsistema de política, se configuran como un mecanismo regulado de participación 
y acción diferente a los medios de acción política tradicional como los partidos 
políticos (Fonseca & García, 2011). 
3) resaltando sus legítimas facultades de coerción, la posibilidad crear o formalizar 
instituciones y la tenencia de recursos, el papel desempeñado por las autoridades 
públicas en el marco de sus quehaceres pasa a ser el de articulador y coordinador de 
procesos de acción mancomunada para la atención de dilemas públicos, por lo tanto 
la gobernanza presupone la gobernabilidad entendida como las capacidades con las 
que deben contar las instituciones públicas para desempeñarse en un nuevo contexto 
sociopolítico (Aguilar, 2006); y 
4) supone como componentes novedosos la participación activa (Ballester, Esplega, 
Hernandez-Mora, & Subirats) y deliberación entre un ampliado número de 
agrupaciones políticas (Alfie Cohem, 2013); implicando de esta manera el 
empoderamiento de los actores participantes (Kim, 2007). 
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1.6. Gestión Integrada del Recurso Hídrico (GIRH) y gobernanza del agua 
El concepto de GIRH, que puede ser entendido como un “proceso que promueve el 
manejo y desarrollo coordinado del agua, la tierra y los recursos relacionados, con el fin de 
maximizar el bienestar social y económico resultante de manera equitativa sin comprometer 
la sustentabilidad de los ecosistemas vitales” (Global Water Partnership (GWP), citado por 
Rogers & Hall, 2003), se constituye como un enfoque de gestión ambiental que integra una 
doble significación o lectura. 
De acuerdo con González (2017), referenciando a Mussetta (2009), la primera lectura 
de la GIRH  hace referencia al “… paso de una política hidráulica a una política hídrica, lo 
que supone el interés público por conservar el ciclo hidrológico, los ecosistemas naturales y 
los servicios medioambientales que este produce” (p. 213); incluyéndose el vocablo integral 
(o integrado) a la gestión del recurso hídrico y haciendo hincapié en el tratamiento del agua 
en conjunto con los demás recursos naturales para garantizar la supervivencia de los mismos 
(Mussetta, 2009). Es pertinente entonces referirse a esta como una visión sistémica del 
concepto en cuestión, “… puesto que reconoce la interacción e interdependencia existente 
entre el agua y los demás elementos bióticos y abióticos que configuran el sistema natural, 
incluyendo a los seres humanos y sus actividades vitales, culturales y productivas, y destaca 
la importancia del mantenimiento de los ciclos naturales de los ecosistemas” (González, 
2017, p. 2013).  
Por su parte, la segunda lectura del concepto de GIRH, igualmente promovida por el 
GWP, desaprueba el anterior paradigma de gestión ambiental que “…desarticuló e ignoró los 
valores social, económico y ambiental del recurso (…) y privilegió la dirección de las 
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políticas en el gobierno central, soslayando la participación de gobiernos locales” (Pompilo, 
2010, p. 50).  
Desde esta perspectiva el término “integrada” pasa a referirse a la gestión colectiva del 
recurso, ya que al resaltar la existencia de los diferentes valores que el agua representa para 
una multiplicidad de actores, llama la atención acerca la importancia de constituir espacios 
que propicien la participación de particulares en la gestión del recurso hídrico, contribuyendo 
así a la proliferación de modelos de gobernanza que dinamicen los procesos de 
administración del agua desde los territorios con el acompañamiento de las entidades 
públicas localizadas, en aras de responder con celeridad a los conflictos en torno a la 
planeación, ordenación, uso y manejo del recurso (González, 2017). 
En lo que a la gobernanza del agua respecta, una de las perspectivas del enfoque de 
GIRH promovidas por el GWP “… aboga por la gestión descentralizada y colectiva de las 
aguas, vinculando a los procesos tanto a las autoridades municipales como a las asociaciones 
comunitarias, de usuarios, movimientos sociales, agentes productivos y demás actores 
interesados” (González, 2017, p. 2014). La nueva estrategia de gestión del recurso hídrico, 
de acuerdo con Pompilio (2010), plantea la necesidad de reconocer a sus usuarios directos y 
a quienes sin serlo se pueden llegar a ver afectados por los conflictos y dilemas asociados al 
aprovechamiento del agua; y reivindica los múltiples usos y valores tradicionales, 
ambientales y económicos localizados que ésta puede representar.  
Al respecto González (2017) agraga que, 
 el recurso hídrico, en tanto recurso renovable de uso común, fundamental para 
la supervivencia de los seres vivios y el desarrollo de todo tipo de actividadad 
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productiva, se perfila como un dilema socio-ambiental permanente de acción colectiva 
a la luz de la interdependencia de quienes se asientan en una cuenca hidrográfica, dado 
que el uso irresponsable o la sobreexplotación del mismo por parte de cualquiera de 
sus usuarios afecta de forma directa a todos aquellos que lo aprovechan y al ecosistema 
en su conjunto (p. 214). 
Teniendo en cuenta el análisis conceptual hasta ahora realizado, y entendiendo el agua 
como patrimonio de la nación y bien de uso público, el término “integrada” añadido a la 
gestión del recurso hídrico desde una perspectiva de participación activa de un amplio 
espectro de actores, comienza a ser referido como Gobernanza del Agua desde los postulados 
del GPW (Rogers & Hall, 2003; Ünver, 2008). Partiendo de las ideas anteriormente 
desarrolladas, es preciso afirmar que un modelo de gobernanza del agua debe considerar la 
inclusión y participación activa de un amplio espectro de actores tanto públicos como 
privados de los procesos de gestión pública del agua, la acción mancomunada de los mismo 
para atender los dilemas existentes en torno al aprovechamiento y sostenibilidad del recurso, 
el papel protagónico de las entidades públicas en el rol de articuladoras del accionar colectivo 
y la mediación de conflictos, y el reconocimiento o la creación de espacios incluyentes que 
permitan tanto el acceso a la información como la deliberación y resolución de controversias 
entre los actores establecidos sobre una determinada cuenca hidrográfica.  
1.7. Un marco teórico ampliado para el estudio de la gobernanza del agua 
1.7.1. El marco teórico de la gobernanza: los enfoques institucionales 
Teniendo en cuenta los atributos planteados para el concepto de gobernanza y trayendo 
a colación las consideraciones de Page (2013) referenciadas por González (2017), se puede 
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afirmar que “… los trabajos en los que éste concepto se constituye como parte del objeto de 
estudio tienden a agruparse en dos tradiciones teóricas: el nuevo institucionalismo de 
elección racional3 y el nuevo institucionalismo sociológico (NIS)” (p. 212). La relación 
existente con el nuevo institucionalismo económico surge a partir de la idea del 
individualismo metodológico, de acuerdo con la cual las elecciones y acciones de los 
individuos son motivadas por la racionalidad económica de maximización de beneficios o 
utilidades individuales (Ma, 2007), y por lo tanto su participación en arreglos institucionales 
y la propensión a la acción colectiva depende del análisis de los incentivos resultantes de 
esos arreglos en relación con sus intereses (Page, 2013). 
Por su parte, la relación teórica entre el concepto de gobernanza y el NIS radica, de 
acuerdo con González (2017) parafraseando a Page (2013), en que “… para ésta tradición los 
individuos y organizaciones están envueltos en redes de interacciones sociales junto con otros 
actores presentes en su entorno, y actúan con el fin de entender y manejar esas relaciones 
bajo los parámetros de las limitaciones creadas por las instituciones existentes” (p. 212). De 
esta forma es posible entender que la participación de un actor específico en una red de 
interacción social, en la medida en la que ésta conlleve la aceptación de arreglos formales o 
informales, implica reducción de incertidumbre a partir del acceso a información sensible, la 
aceptación de unas limitaciones comunes a quienes forman la red y la observación constante 
de los demás nodos (Fonseca & García, 2011); facilitado la comprensión de los intereses que 
motivan el comportamiento de los actores en interacción y en consecuencia manejo de las 
relaciones con los mismos. 
                                                          
3 También conocido como Nuevo Institucionalismo Económico (NIE). 
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1.7.2. Narrativas y controversias como herramientas complementarias para el 
estudio de la gobernanza del agua en Colombia 
No obstante lo antes expuesto, y teniendo en cuenta que actualmente se cuestiona el 
carácter providencial del estado (Aguilar, 2006; Lechner, 2001), el patrón universalista de 
sus políticas públicas (Subirats, Si la respuesta es gobernanza, ¿cuál es lapregunta? Factores 
de cambio en la política y en las políticas, 2010), y su rol como agente neutral encargado de 
conducir a la sociedad, es preciso ampliar el marco teórico para el estudio de la gobernanza, 
con el fin de “… contar con herramientas de análisis que posibiliten comprender las múltiples 
interpretaciones y discursos que se configuran en torno a problemáticas como las relativas al 
recurso hídrico en escenarios que pueden presentarse tanto restringidos y desconocidos como 
polarizados” (González, 2017, p. 224). 
Por estas razones, más allá que como meras instituciones formales, es necesario 
entender las políticas públicas también como discursos persuasivos dotados de argumentos 
fuertes y estructurados (Cano, 2010), que posibilitan tanto la creación de acciones como la 
realización de las mismas (Herrera, 2010), y que tienen un componente político resultante de 
un discurso específico o de una correlación de fuerzas (Medellín, 2004). Desde esta 
perspectiva,  
los postulados de autores como Emery Roe cobran una importancia significativa 
al aportar instrumentos de análisis orientados a la identificación de los actores, de sus 
contextos, discursos y por lo tanto de la manera en la que ellos conciben un bien como 
el agua y los problemas vinculados con el mismo (González, 2017, p. 225).  
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La denominada Perspectiva Narrativa de Roe (1994) plantea la posibilidad de analizar 
las políticas a partir de la identificación de la controversia existente en torno su ámbito 
específico de acción, y de acuerdo con González (2017) referenciando a Roe (1994),  puede 
ser identificada y elaborada a partir de dos vías:  
por medio de la construcción de la Metanarrativa o mediante la implementación 
de redes de análisis de narrativas. El primer camino consiste en tipificar y delimitar la 
historia, los contrarrelatos y las no historias; entendiendo acá las historias como la 
política pública, los escenarios que plantea y sus argumentos, los contrrarrelatos como 
los discursos alternativos y opuestos a la política, y las no historias como todos aquellas 
voces y escenarios ignorados. Por su parte el análisis intertextual consiste en la 
identificación y caracterización de argumentos a partir de contrastar las narrativas y así 
descubrir la controversia (p. 225).  
Algunos de los instrumentos de estudio propuestos por Roe, que toman las narrativas 
y los contextos en los cuales estas se configuran como objeto de estudio, serán utilizados para 
desarrollar el análisis adelantado en el marco de este trabajo, a pesar de que a priori se podría 
llegar a considerar arriesgado complementar enfoques de la tradición institucionalista con un 
enfoque orientado a develar la configuración de las narrativas y a analizar de forma crítica 
los discursos, teniendo en cuenta las diferentes corrientes teóricas de las que estos enfoques 
se desprenden. No obstante, resaltando que esta investigación buscar dar cuenta de las 
implicaciones de la gobernanza del agua, y retomando las características atribuidas a dicho 
concepto, ahondar en las historias de los actores, conocer las ideas que soportan sus discursos 
y comprender la forma en la que ellos se conciben entre si y perciben las políticas y normas 
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vigentes en materia de gestión hídrica es fundamental para conocer comportamiento de  cada 
uno de ellos, la forma en la que interactúan y el manejo que dan a sus relaciones en escenarios 
informales y en el marco de los escenarios estructurados a partir de las normas y políticas 
vigentes.  
Es posible entonces afirmar que el análisis y la comparación de las narrativas (o contra 
narrativas) y normas, junto con la identificación de la forma en la que se establecen las redes 
de interacción existentes entre los actores, contribuyen a develar las controversias en torno 
al recurso hídrico y la forma en la que es administrado, y posibilitan conocer las ventajas y 
limitaciones del actual patrón de gestión hídrica en el área objeto de estudio desde la 
perspectiva de las organizaciones. Además de considerar dicha información per se, el análisis 
de la misma pasa a convertirse en un insumo necesario para analizar aspectos clave de la 
forma en la que la GIRH ha sido puesta en marcha, y para indagar acerca de los desafíos y 
posibilidades de implementación de modelos de gobernanza del agua en Antioquia. 
1.7.3. La dependencia de la trayectoria como insumo para indagar acerca del 
alcance de la GIRH y la gobernanza del agua en Antioquia 
Por otro lado, y en aras de realizar un acercamiento a los cambios normativos que 
condujeron a la adaptación de las premisas y directrices propias de la GIRH en Colombia y 
Antioquia, y en consecuencia a la adopción de un modelo de gobernanza del agua 
configurado a partir de lo estipulado en esos marcos institucionales, parte de esta 
investigación se orienta a realizar una revisión de las leyes y políticas públicas que dan origen 
y forma al esquema de gestión del agua en el área objeto de estudio. Lo anterior es de 
fundamental importancia para el presente trabajo, en primer lugar, ya que las normas y 
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políticas, en tanto instituciones de obligatorio cumplimiento, brindan las directrices de 
gestión global del recurso hídrico y crean los escenarios y canales de interacción formales a 
partir de los cuales se relacionan tanto los actores interesados en participar de la gestión como 
los que desarrollan actividades que impliquen el aprovechamiento del agua. Y en segundo 
lugar, ya que esos marcos legales y líneas de acción se erigen como la narrativa de la política 
hídrica acerca de la cual indaga este trabajo. 
Tomando como punto de partida las anteriores consideraciones, en siguiente capítulo, 
titulado El marco normativo de la gestión del recurso hídrico en Colombia y Antioquia, se 
realiza una presentación de los principales hitos institucionales que dieron forma al actual 
esquema de gestión del agua en el área objeto de estudio. Para ello se exponen de forma breve 
los hechos más significativos de las principales normas y políticas que abordan temas 
referentes al agua, con miras a identificar las tendencias adoptadas en el contexto de la GIRH 
y los cambios que se presentaron al anterior de ese subsistema de política pública ambiental.  
Para la realización de dicho análisis, y resaltando que se indaga acerca de la historia de la 
política y el esquema de gestión del agua, se lleva a cabo la identificación de un marco 
institucional inicial que, delimitado a modo hito inicial, llega a constituirse como soporte del 
modelo de gestión hídrica en Colombia. A partir de su identificación, y con miras a establecer 
el alcance de los cambios y adaptaciones acaecidas al interior del modelo de administración 
del recurso hídrico, son expuestas las ideas principales de hitos posteriores en búsqueda de 
establecer si las modificaciones sufridas por las políticas y marcos normativos dependen de 
la trayectoria establecida con la adopción del hito inicial, o si por el contrario, han sufrido 
cambios considerables basados en la adopción del enfoque de GIRH y de la posible 
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implementación de estrategias de gobernanza del agua. Para efectos de este trabajo, el 
concepto de dependencia de la trayectoria o path dependence se define una lógica causal que, 
desprendida del hito inicial, entiende que “los resultados en una “coyuntura crítica” desatan 
mecanismos de retroalimentación que refuerzan la recurrencia de un patrón particular en el 
futuro” (Pierson & Skocpol, 2008, p. 13). Desde la perspectiva del institucionalismo 
histórico, la dependencia de la trayectoria hace alusión a los procesos de retroalimentación 
de un sistema política (Pierson & Skocpol, 2008) y pretende explicar las propiedades de auto 
reproducción de las instituciones (Leyva, 2015).  
2. El marco normativo de la gestión del recurso hídrico en Colombia y Antioquia 
Resaltando el papel de las organizaciones del estado como entidades encargadas de 
amalgamar y coordinar la acción mancomunada a partir los atributos del concepto de 
gobernanza desarrollado en el presente trabajo, es necesario precisar desde las normativas 
existentes su margen de acción, por lo tanto, reconociendo que Colombia se organiza a partir 
de la Constitución Política de 1991 como un Estado unitario y descentralizado en sus 
funciones administrativas, en el transcurso del presente capítulo se realizará una presentación 
detallada de los principales marcos normativos vigentes que, contenidos en la Constitución 
Política de Colombia de 1991, leyes, decretos, políticas y resoluciones nacionales, y en las 
ordenanzas y planes de acción ambiental regional de las Corporaciones Autónomas 
Regionales (CAR), han devenido en la configuración del actual patrón de administración del 
recurso hídrico en el territorio objeto de estudio.  
Tomando como punto de partida lo antes señalado, en las próximas líneas se realizará 
la exposición de cuatro marcos normativos que se constituyen como hitos de cara a la 
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configuración del actual modelo de gestión del recurso hídrico en el País y de las normativas 
y planes a partir de las cuales se propende por su cumplimiento en el departamento de 
Antioquia. 
2.1. Decreto 2811 de 1974 
El Código Nacional de Recursos Naturales y Protección del Medio Ambiente se 
constituye como el pilar fundamental a partir del cual se configura el marco institucional que 
soporta modelo vigente de la gestión del recurso hídrico en Colombia, ya que a partir del 
mísmo son adoptados gran parte de los principios y de las herramientas de gestión ambiental 
que hoy, más de 40 años después, siguen rigiendo la gestión del patrimonio ambiental en el 
país. Los aportes de éste decreto a las dinámicas de gestión ambiental y fundamentalmente 
del agua en Colombia pueden ser definidas en cuatro aspectos específicos a saber: principios 
de la gestión ambiental, consideraciones rectoras para la gestión del recurso hídrico, la 
planeación y ordenación de las cuencas hidrográficas y las herramientas de control para 
financiar la gestión del recurso. 
2.1.1. Principios de la gestión ambiental 
En materia de gestión ambiental en un sentido global, y haciendo referencia a los 
principios rectores de la gestión ambiental, a partir del Decreto 2811 el Medio Ambiente 
(MA) pasa a ser concebido por la institucionalidad pública colombiana como patrimonio 
común, estableciéndose que su manejo y cuidado son una responsabilidad conjunta de los 
organismos del estado y los particulares –sin discriminación de sus actividades-, en la medida 
en la que los servicios y bienes ambientales son de utilidad pública e interés social (Art. 1). 
Al respecto cabe resaltar que en el mísmo se plantea la importancia del patrimonio ambiental 
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para la supervivencia de la vida y el desarrollo económico y social de las comunidades, 
contemplándose de esta manera la necesidad de preservar, conservar y restaurar los 
ecosistemas a partir del uso racional de los recursos que éstos ofrecen, de prevenir y controlar 
los efectos nocivos de la explotación de esos recursos, y de regular la conducta humana en el 
marco de las relaciones emanadas del aprovechamiento y conservación de los bienes 
ambientales (art.2). Además, es de gran importancia traer a colación que en éste se plantea el 
derecho individual y colectivo que poseen todas las personas al disfrutar de un medio 
ambiente sano (art.7), y se enuncian un amplio número de factores que deterioran el efectivo 
goce de ese derecho, entre ellos, y en estrecha relación con el recurso hídrico, la 
contaminación, la alteración de los flujos y depósitos naturales de aguas, los cambios en los 
lechos marinos, la alteración de los paisajes y el uso inadecuado de sustancias peligrosas  (art. 
8). 
2.1.2. Consideraciones rectoras para la gestión del recurso hídrico 
En lo que a gestión del recurso hídrico respecta, en el Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente se establece que “Sin perjuicio de 
los derechos privados adquiridos con arreglo a la ley, las aguas son de dominio público, 
inalienables e imprescriptibles” (art. 80). Al respecto es preciso mencionar que, decretado en 
concordancia con los marcos normativos desprendidos de la Constitución Política de 
Colombia de 1886, y de forma concreta con el Código Civil Andrés Bello de 1887, el Decreto 
2811 de 1974 contempla la existencia de la propiedad privada sobre el recurso hídrico dado 
el caso que el agua nazca y muera en una heredad, es decir “… cuando brota naturalmente a 
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su superficie y se evapora o desaparece bajo la superficie de la misma heredad4” (art. 81). Lo 
anterior supone que el derecho a la propiedad del agua está sujeto a la condición de que ésta 
nazca y acabe al interior de un territorio que pertenezca a una persona natural o jurídica, 
hecho poco probable en la medida en que el agua dulce, tanto superficial como subterránea, 
fluye de forma constante a través de una vertiente que desemboca en corrientes de agua más 
grandes, pantanos, manglares, acuíferos o directamente en el mar; y tales bienes y 
ecosistemas, de conformidad con lo articulado en el decreto en cuestión, son bienes 
inalienables e imprescriptibles que pertenecen al estado (Art. 80 y 83). Adicionalmente, el 
Capítulo III del decreto abordado prevé la existencia de servidumbres para la captación y 
vertimiento de aguas, posibilitando, entre otras cosas, que los habitantes de previos ubicados 
en la parte baja de la cuenca tengas acceso al recurso sin perjuicio de las actividades 
desarrolladas por quienes viven en la parte alta, y que quienes posean terrenos sin acceso 
directo a riveras tengan el derecho de acceder al recurso para su aprovechamiento vital y 
productivo. 
En relación con lo anterior, el artículo 85 contempla que “Salvo los derechos 
adquiridos, la Nación se reserva la propiedad de aguas minerales y termales y su 
aprovechamiento se hará según lo establezca el reglamento”. De esta manera la figura de 
concesión para el aprovechamiento de aguas pasa a ser el único instrumento formal a través 
de la cual los particulares pueden captar el recurso para uso doméstico o productivo (art. 88), 
                                                          
4 Al respecto el artículo 677 del código civil de 1887 establece que “Los ríos y todas las aguas que corren por 
cauces naturales son bienes de la Unión, de uso público en los respectivos territorios. Exceptúense las 
vertientes que nacen y mueren dentro de una misma heredad: su propiedad, uso y goce pertenecen a los dueños 
de las riberas, y pasan con estos a los herederos y demás sucesores de los dueños”. 
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y el otorgamiento de dicho permiso pasa a estar condicionado por la disponibilidad de agua 
y la actividad para la cual sea requerida (art. 89). 
2.1.3. La planeación y ordenación de las cuencas hidrográficas 
Antes de hacer referencia a la planeación y ordenación de las cuencas es preciso señalar 
que, de conformidad con el articulado del Decreto 2811, la cuenca hidrográfica es definida 
como  
… el área de aguas superficiales o subterráneas, que vierten a una red hidrográfica 
natural con uno o varios cauces naturales, de caudal continuo o intermitente, que 
confluyen en un curso mayor, que a su vez, puede desembocar en un río principal, en 
un depósito natural de aguas, en un pantano o directamente en el mar (Art. 312). 
Igualmente, vale la pena añadir que “una cuenca hidrográfica se delimita por la línea 
de divorcio de las aguas. Se entiende por línea de divorcio la cota o altura máxima que divide 
dos cuencas contiguas” (Presidencia de la República de Colombia, 1981, Art. 2). 
Como se puede observar, el concepto de cuenca hidrográfica refiere a una forma de 
delimitación del territorio en el cual convergen, además del agua, recursos como el suelo, la 
flora y la fauna en el marco de una visión sistémica del medio ambiente, entendiendo la 
existencia de una relación de interdependencia entre esos recursos, y resaltando la 
importancia que disponibilidad y calidad del recurso hídrico suponen tanto para garantizar la 
calidad de vida de los seres humanos como para asegurar la renovación de los ciclos naturales 
de los ecosistemas. Una vez sentadas las anteriores claridades es posible comprender que a 
partir de la entrada en vigencia del Decreto 2811 de 1974 el agua pasa a ser considerada como 
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el eje articulador de la política ambiental, y su ordenación, entendida como “…la planeación 
del uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna…” (Art. 360), se convierte 
en el elemento amalgamador de la ordenación territorial e incluso de la planificación del 
desarrollo. 
Mediante la ordenación de las cuencas, de acuerdo con el artículo 314 del código hasta 
ahora abordado, la administración pública encargada de la gestión ambiental tiene la 
responsabilidad de proteger los recursos en ella presentes de la degradación generada por las 
actividades antrópicas, garantizar el uso responsable y eficiente del agua, prevenir la erosión 
de los suelo y lechos marinos y buscar disminuir sus impactos sobre el sistema, coordinar el 
aprovechamiento racional del patrimonio ambiental presente en ese territorio, dar su 
concepto sobre la pertinencia de desarrollar obras hidráulicas y participar de la construcción 
de las mismas, organizar el uso de las aguas, y promover la creación de asociaciones que 
permitan conservar los bienes ambientales de las cuencas (Presidencia de la República de 
Colombia, 1974). Adicionalmente, el decreto 2811 de 1974 plantea la necesidad de consultar 
a los usuarios de los recursos de la cuenca y a las entidades públicas y privadas para la 
estructuración del Plan de Ordenación y Manejo de Cuencas (POMCA) (art. 317); la 
necesidad de priorizar las cuencas objeto de planeación de conformidad con las condiciones 
ecológicas, económicas y sociales específicas a cada cuenca (art. 318); y la consagración de 
esos planes como norma de obligatorio cumplimiento para las autoridad públicas y actores 
particulares que desarrollen actividades en la cuenca (art. 319 y 320). 
2.1.4. Herramientas de control para la financiar la gestión del recurso 
37 
 
Ahondando en el tema de las concesiones anteriormente mencionado, a partir del 
Decreto 2811 de 1974 se crea la figura de tasa por uso del recurso hídrico. De conformidad 
con el articulado en el artículo 159 de la mísma norma,  
La utilización de aguas con fines lucrativos por personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, dará lugar al cobro de tasas fijadas por el Gobierno Nacional que 
se destinarán al pago de los gastos de protección y renovación de los recursos 
acuíferos. 
También se establece que los recursos obtenidos mediante el cobro de las tasas por uso, que 
serán establecidos por el gobierno nacional (art. 160), deben destinarse a investigar e 
inventariar los recursos hídricos en el territorio nacional, planear la utilización del recurso, 
proyectar el aprovechamiento del mismo, proteger el patrimonio presente en la cuenca y 
cubrir los costos del aprovechamiento del agua (art. 159). 
Por otro lado, y en cuanto a las tasas retributivas, el Código Nacional de Recursos 
Naturales versa que  
La utilización directa o indirecta de la atmósfera, de los ríos, arroyos, lagos, y aguas 
subterráneas, y de la tierra y el suelo, para introducir o arrojar desechos o desperdicios 
agrícolas, minero o industriales, aguas negras o servidas de cualquier origen, humos, 
vapores, y sustancias nocivas que sean resultado de actividades lucrativas, podrá 
sujetarse al pago de tasas retributivas del servicio de eliminación o control de las 
consecuencias de las actividades nocivas consecuencias de las actividades nocivas 
expresadas (Presidencia de la República de Colombia, 1974, art. 18). 
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Como se puede observar, la tasa retributiva tiene como fin que los usuarios del recurso 
hídrico paguen por la contaminación producto del aprovechamiento del agua en el desarrollo 
de sus actividades productivas o domésticas. Los recursos recaudados por el cobro de la tasa, 
según se establece en el artículo 19, se orientan a prevenir, corregir y eliminar los efectos 
nocivos de actividades productivas en el ambiente, y es calculada por el gobierno nacional 
de forma individualizada por sectores de usuarios y regiones (Presidencia de la República de 
Colombia, 1974). 
2.1.5. Normas reglamentarias del Decreto 2811 de 1974 
A continuación se exponen las principales normas reglamentarias del Código Nacional 
de Recursos Naturales Renovables relativas a la gestión del agua: 
 Decreto 1449 de 1977: El artículo dos de la norma en cuestión, en referencia a la 
conservación, protección y aprovechamiento de las aguas, plantea las siguientes 
obligaciones a las que se encuentran sujetas los propietarios de predios: no verter en 
las aguas sustancias sólidas, liquidas, gaseosas o cualquier sustancia tóxica; cumplir 
con las normas establecidas por la entidades ambientales y agrícolas en materia de 
uso de agroquímicos; no alterar el flujo natural del agua, el lecho marino ni el cauce 
por el desarrollo de actividades no amparadas en concesiones; hacer un uso eficiente 
del agua; no usar más agua que la autorizada mediante la concesión; construir y 
mantener obras  hidráulicas de  acuerdo a lo estipulado en la concesión otorgada; 
contribuir a la conservación de estructuras hidráulicas; y construir pozos sépticos para 
el tratamiento de aguas negras cuando no exista sistema de alcantarillado (Presidencia 
de la República de Colombia, 1977). 
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 Decreto 2858 de 1981: Reglamenta el otorgamiento de permisos para la realización 
de estudios de factibilidad sobre el aprovechamiento de aguas destinados a la 
formulación de proyectos para el aprovechamiento de las mísmas, los trámites que 
deben adelantar los interesados y las condiciones en las que Inderena y las 
corporaciones de desarrollo sostenible (ahora Corporaciones Autónomas Regionales 
CAR) podrán otorgar esos permisos. 
 Ley 79 de 1986: La presente norma, que reglamenta el decreto anterior y el 2811 de 
1974 en materia de la conservación del agua, declara en su artículo 1 como reservas 
forestales protectoras para la conservación y preservación del recurso hídrico las 
siguientes: los bosques y vegetación natural en que se encuentren nacimientos de  
agua en una extensión no inferior a los doscientos metros a la redonda a partir de la 
periferia; los bosques y vegetación natural existentes en una franja no inferior a cien 
metros de ancho en el paralelo de las líneas de mareas máximas a cada lado de los 
cauces de los ríos, quebradas y lagunas; y “Todos los bosques y la vegetación natural, 
existentes en el territorio nacional, que se encuentren sobre la cota de los tres mil 
(3.000) metros sobre el nivel del mar” (Congreso de Colombia, 1986). 
Adicionalmente, y a partir de su artículo 2, la ley hasta abordada reglamenta y tipifica 
las sanciones a las que se serán sometidos quienes talen u ordenen la tala de árboles 
al interior de los terrenos de protección delimitados. 
2.2. Constitución Política de Colombia de 1991 
Con la entrada en vigencia de la nueva carta magna Colombia pasa organizarse como 
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… un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo 
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general 
(Const., 1991, art. 1). 
Si bien es importante resaltar que las implicaciones reales de la nueva constitución en 
materia de gestión ambiental comienzan a ser desarrolladas de forma concreta a partir de la 
ley 99 de 1993, tal y como se expondrá en el siguiente apartado, del contenido el párrafo 
anterior se desprenden algunos aspectos relevantes por tener en cuenta: i) la consagración 
como principio del respeto por la dignidad humana trae consigo la inclusión en el bloque de 
constitucionalidad de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, es decir 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los derechos 
Civiles y Políticos y El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, que para el caso de Colombia se traducen en el reconocimiento de un amplio 
espectro de derechos que deben ser garantizados a los ciudadanos; ii) La descentralización 
de roles de gestión de los asuntos públicos en el marco de una república unitaria, en el que el 
la autonomía de los gobiernos territoriales se ve limitada por un sistema jerárquico en el que 
el ejecutivo nacional sigue ostentando el rol protagónico como actor encargado de 
direccionar a la sociedad; y iii) la adopción del principio de participación democrática 
consagrado en tratados internacionales y desarrollado mediante sentencias de la Corte 
Constitucional de Colombia. 
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Por otro lado, y haciendo hincapié en aspectos relativos al MA, en la nueva carta es 
posible encontrar aspectos tan significativos como la consagración del derecho humano tanto 
individual como colectivo al medio ambiente sano y la protección de la diversidad e 
integridad del ambiente (art. 79), el establecimiento de mecanismos para la participación del 
pueblo (art. 103), el reconocimiento de la empresa como motor de desarrollo y el compromiso 
del estado de fortalecer las organizaciones solidarias y comunitarias (art. 333), y la 
posibilidad de prestación de servicios públicos domiciliarios por parte del estado, 
organizaciones comunitarias o agentes privados (art. 365).  
La importancia de traer a colación los aspectos hasta ahora mencionados radica en que 
a partir de los mismos es posible reconocer la existencia concreta de un derecho al MA, más 
allá de la conexidad que se pueda establecer entre ese y otros derechos tales como la vivienda 
digna, al acceso a los servicios públicos y la salud; se identifican y tipifican los actores 
facultados para participar de la gestión ambiental, al igual que se hace referencia a los 
mecanismos de participación que deben ser establecidos y al principio de participación 
democrática; y pasan a ser reconocidos los tres tipos de actores que en adelante podrán 
participar de la provisión de servicios públicos domiciliarios, entre los que se encuenta el 
Agua. 
2.3. Ley 99 de 1993 
El tercer hito en la configuración del actual modelo nacional de gestión hídrica es la 
promulgación de la ley 99 de 1993, mediante la cual se pretende adoptar en el marco de la 
jurisdicción ambiental nacional los principios de desarrollo sostenible proclamados en la 
Declaración de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo. A partir 
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de la misma se reorganiza la institucionalidad pública encargada de la gestión y conservación 
ambiental mediante el establecimiento del Sistema Nacional Ambiental (SINA), en el marco 
del cual se crean entidades tales como el Ministerio del Medio Ambiente, órgano rector de la 
misma y encargado de dictar los lineamientos de política, planificación, ordenamiento y 
manejo ambiental en Colombia; y las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible (CAR), constituidas como organismos con autonomía administrativa y financiera, 
que integran a un conjunto de entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo ecosistema. Éstas tienen como funciones principales aplicar los 
planes, políticas y programas nacionales en materia ambiental en el territorio de su 
jurisdicción y ejercer la función de máxima autoridad ambiental en el mismo espacio, 
encargándose además de asesorar en aspectos relativos a la gestión ambiental a las 
autoridades locales que la conforman y de garantizar la aplicación y cumplimiento de las 
normas ambientales nacionales por parte de los diferentes actores presentes en su área de 
gestión. Lo anterior supone el principio de una gestión descentralizada del patrimonio 
ambiental y del recurso hídrico en el país, ya que las funciones anteriormente realizadas por 
el Gobierno Nacional y el INDERENA, es decir la aplicación de las normas y políticas 
nacionales, desde entonces pasan a ser las principales funciones administrativas de las CAR 
en una escala territorial inferior; en el marco de un modelo administrativo que sigue el 
siguiente orden descendiente: Ministerio del Medio Ambiente o quien haga sus veces, 
Corporaciones Autónomas Regionales, Departamentos y Distritos o municipios (Congreso 
de la República de Colombia, 1993). 
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Teniendo en cuenta el modelo de descentralización administrativa adoptado a partir de 
la Constitución 1991 y reafirmado por forma en la que se estructura el SINA, en el artículo 
63 de la ley en cuestión se contemplan, entre otros, dos aspectos de gestión que es preciso 
desarrollar: el principio de armonía regional y el rigor subsidiario. El primero contempla la 
imperante necesidad de armonizar y coordinar las labores de gestión ambiental entre 
departamentos, distritos, municipios, territorios indígenas y provincias o regiones en caso de 
que estas existan, con el fin de garantizar una gestión unificada y coherente de los recursos. 
Por su parte el principio de rigor subsidiario plantea la posibilidad de una aplicación más 
estricta de las normas y políticas para garantizar su efectivo cumplimiento en la medida en 
que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce el ámbito territorial de las 
competencias. El último principio, además de posibilitar un fortalecimiento de las actividades 
de control y vigilancia en escenarios localizados, supone también la posibilidad de innovar 
en materia de implementación de herramientas de gestión para asegurar en cumplimiento de 
los marcos normativos, convirtiéndose así en una ventana de posibilidad para el 
fortalecimiento de la gestión ambiental en los escenarios regionales y locales. 
No obstante el gran cambio evidenciado en la reconfiguración del patrón de gestión del 
MA atrás mencionado, en materia de gestión del recurso hídrico, la ley 99 de 1993 reafirma, 
retomando lo planteado en el Código Nacional de Recursos Naturales, que el patrimonio 
ambiental pertenece la Nación y es de uso público, el carácter de áreas de protección especial 
para los espacios geográficos en los cuales nace el agua y se recargan los acuíferos, el uso 
prioritario del agua para el consumo humano, y “la incorporación de los costos ambientales 
y el uso de instrumentos económicos para la prevención, corrección y restauración del 
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deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables5” (Congreso 
de la República de Colombia, 1993, art. 1, numeral 7). Además, y en concordancia con el art. 
1 del decreto 2811 de 1974, la ley en cuestión contempla que “la acción para la protección y 
recuperación ambientales del país es una tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la 
comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector privado”, (Congreso de la 
República de Colombia, 1993, art. 1, numeral 10), añadiendo en el mismo numeral que el 
Estado incentivará la conformación de roganismos no gubernamentales para la protección 
del Medio ambiente. 
2.3.1. Principales normas reglamentarias de la Ley 99 de 1993 
 Ley 142 de 1994: A partir de la promulgación de la ley de servicios públicos 
domiciliarios se estableció que la prestación dichos servicios debe llevarse a cabo a 
través de empresas de servicios públicos (E.S.P.) constituidas por acciones y por 
organizaciones autorizadas en zonas rurales o áreas urbanas específicas. Además, esta 
norma contempló que la única forma en la que los municipios pueden prestar de forma 
directa servicios tales como acueducto y alcantarillado es en caso de que se hayan 
agotado los procesos de invitación a  E.S.P., a otros municipios, al Departamento, a 
la Nación y otras personas públicas o privadas para organizar una E.S.P (Congreso 
de la República de Colombia, 1994, art. 6). A este respecto la ley incluye en su 
articulados que las empresas privadas están en una mejor capacidad de prestar los 
sercicios en cuestión de forma más eficiente y sostenible, y por lo tanto su 
                                                          
5 A este respecto es preciso señalar que mediante la ley 99 de 1993 son reglamentadas por primera vez las tasas 
por utilización del agua y las tasas retributivas, contempladas ambas en el decreto 2811 de 1974. 
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consolidación es fundamental para cumplir con los objetivos trasados a partir del 
decreto 1449 de 1977 y parcialmente reglamentados a partir de la norma que se 
expondrá a continuación. 
 Lineamientos de Política para el Manejo Integral del Agua: Esta la primera 
política pública que, formulada después de la entrada en vigencia de la Constitución 
Política de Colombia de 1991, se encamina a articular el accionar de las instituciones 
públicas hacia el logro de unos resultados específicos en materia de gestión y manejo 
del agua en el País. Los objetivos trazados en la política son los siguientes: 
1. “Ordenar las actividades y los usos del suelo en las cuencas, atendiendo 
prioritariamente la Cuenca Magdalena-Cauca; 2. Proteger acuíferos, humedales y otros 
reservorios importantes de agua 3. Proteger y recuperar las zonas de nacimiento de 
agua, así como los páramos, los subpáramos, las estrellas hidrográficas, las zonas de 
recarga de acuíferos y las microcuencas que surten los acueductos municipales; 4. 
Disminuir la contaminación y recuperar las condiciones de calidad de las fuentes según 
los usos requeridos; 5. Orientar un uso eficiente del agua a través de la formación de 
una conciencia de uso racional; 6. Adoptar tecnologías y crear hábitos de consumo que 
permitan eliminar el desperdicio y disminuir la contaminación del agua; 7. Estudiar y 
definir el desarrollo de infraestructura tendiente al almacenamiento artificial de agua, 
que permita regular los excesos en periodos húmedos y garantizar el suministro y 
distribución en periodos de déficit; 8. Complementar el inventario y la evaluación 
nacional del recurso hídrico superficial y subterráneo, como herramienta para fijar las 
prioridades que permitan orientar eficientemente los recursos disponibles para el 
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cumplimiento de los objetivos anteriores; 9. Desarrollar el conocimiento y la 
investigación del recurso y fortalecer un sistema de información multipropósito del 
agua, integrado al Sistema de Información Ambiental; 10. Proteger, recuperar y 
mejorar ambientalmente las zonas costeras y los terminales marítimos alterados por 
basuras, hidrocarburos, minerales y desechos industriales y orgánicos; 11. Recuperar y 
proteger ecosistemas naturales estratégicos como manglares, praderas submarinas y 
arrecifes de coral; y 12. Disminuir las emisiones que afectan la calidad del agua en la 
atmósfera en concordancia con la política del aire” (Ministerio del Medio Ambiente, 
1996, págs. 17-18). 
Como se puede observar, los objetivos de la política no solo en encuentran en total 
concordancia con el articulado de las normas hasta ahora reseñadas, sino que también buscan 
armonizar la actuación de las autoridades públicas ambientales en la búsqueda de garantizar 
el cumplimiento de los requerimientos planteados en cada una de ellas. Es posible sostener, 
por lo tanto, que éste documento se convierte en la primera hoja de ruta mediante la cual se 
concreta un conjunto de lineas de acción estratégica orientadas a la atención de las situaciones 
problema relacionadas con el agua en el país desde la promulgación del decreto 2811 de 
1974; norma a partir de la cual comienza a ser configurado el marco normativo que 
comprende la totalidad del espectro institucional encargado de la gestión del recurso hídrico 
en Colombia. 
En cuanto a participación de actores no estatales respecta respecta la política no 
contempla la creación de escenarios o metodologías específicamente orientadas a acercar a 
la comunidades a la toma de desiciones. No obstante en ella se plantea la necesidad de tener 
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en cuenta el desarrollo jurisprudencial emanado de las acciones populares y de tutela como 
insumo para pensar en estrategias de participación que permitan el uso adecuado del recurso 
de conformidad con los los postulados de sostenibilidad vigentes a partir de la Ley 99 de 
1993. 
 Ley 373 de 1997: Mediante la ley 373 se reglamenta el programa para uso eficiente 
y ahorro del agua en el marco del contenido del artículo dos del Decreto 1449 de 
1977. La norma expuesta en el presente apartado sostiene que “Todo plan ambiental 
regional y municipal debe incorporar obligatoriamente un programa para el uso 
eficiente y ahorro del agua” (Congreso de Colombia, 1997, art. 1). El mísmo 
documento define los programas para el uso eficiente y ahorro del agua como los 
proyectos que deben implementar las entidades prestadoras de servicio de acueducto, 
alcantarillado, riego, drenaje y todos aquellos que  saquen beneficio económico del 
uso del recurso hídrico en Colombia; y contempla la supervisión de los mísmos por 
parte de autoridades ambientales territoriales (la Corporaciones Autónomas de 
Desarrollo Sostenible).  
En materia de reglamentación, en el artículo 2 se plantea que  
El programa de uso eficiente y ahorro de agua, será quinquenal y deberá estar basado 
en el diagnóstico de la oferta hídrica de las fuentes de abastecimiento y la demanda de 
agua, y contener las metas anuales de reducción de pérdidas, las campañas educativas 
a la comunidad, la utilización de aguas superficiales, lluvias y subterráneas, los 
incentivos y otros aspectos… (Congreso de Colombia, 1997). 
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 Decreto 421 de 2000: La norma en cuestión reglamenta el Título I del primer capítulo 
de la ley 142 del 94, es decir que sienta claridad respecto a la forma en la que se deben 
constituir los actores comunitarios interesados en prestar los servicios públicos 
domicialirios de acueducto y alcantarillado. En ésta se estipula que en municipios de 
categoría 5 y 6 los servicios de agua potable y saneamiento básico podrán ser 
prestados por comunidades organizadas constituídas como personas jurídicas (art. 1), 
y es decir que deben cumplir con requisitos tales como estar registrados ante la 
camara de comercio con jurisdicción en el domicilio, insbirse ante la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y la Comisión de Regulación 
de Agua Potable y Saneamiento Básico, obetenido y legalizando a demás las 
pertinentes consesiones para la captación de agua, permisos y licencias ambientales 
(art. 3).  
2.4. Política Nacional Para la Gestión Integral del Recurso Hídrico (PNGIRH) 
El cuarto y último hito de cara a la configuración del actual patrón de administración 
del agua en Colombia se materializa en el año 2010 con la adopción de la PNGIRH. De 
acuerdo González (2017)  
con las directrices planteadas en la política en cuestión, el accionar de las 
instituciones públicas encargadas de la administración ambiental en el país se orienta 
principalmente hacia el desarrollo y aplicación de acciones que, articuladas con el 
ordenamiento territorial y la planificación del desarrollo, favorezcan el uso eficiente 
del agua y prevengan la contaminación de la misma, garanticen su manejo responsable 
por parte de autoridades públicas y usuarios, contribuyan al perfeccionamiento y 
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aplicabilidad de instrumentos económicos y normativos requeridos para garantizar su 
cumplimiento, y propicien la construcción de estrategias que faciliten la armonización 
de los componentes naturales, sociales y económicos del sistema ambiental en aras de 
que las perturbaciones causadas sobre los ecosistemas no alteren de forma significativa 
su estructura y procesos naturales (p. 216). 
Pese a lo novedosa que pueda parecer la nueva política, desde los principios, objetivos 
y líneas de acción estratégica en ésta planteadas se tiende a reforzar, como fue brevemente 
expuesto en apartados anteriores, un patrón de gestión del recurso hídrico que ha existido 
desde la entrada en vigencia del Decreto 2811, que habían sido la base de la política hídrica 
de 2006 y que a partir de la presente política  
puede ser contenido en dos pilares fundamentales vinculados entre sí, a partir de 
los cuales es posible establecer la relación existente entre la política hídrica vigente en 
Colombia y las directrices recientemente promovidas por el GWP: un componente que 
contiene la planeación, ordenación y manejo de cuencas hidrográficas y acuíferos, y 
otro de gobernabilidad6 (González, 2017, p. 216). 
De acuerdo con González (2017), mientras primer componente centra su atención en 
la ordenación ambiental del territorio a largo plazo haciendo énfasis en la planificación del 
uso coordinado del suelo, las aguas, la flora y la fauna, y en el manejo del recurso hídrico 
entendido como la ejecución de obras y actividades de tratamiento a fin de asegurar la 
                                                          
6 En la Política Nacional para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico (2010) no se incluye el concepto de 
gobernanza sino el de gobernabilidad para hacer referencia a temas relativos a la participación de actores no 
estatales y las estrategias trazadas por el gobierno para incidir en la cultura ambiental de los mismos. 
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resiliencia de los ecosistemas y la gestión del riesgo; en el componente de gobernabilidad se 
encuentran aspectos relativos al fortalecimiento de mecanismos de participación en los 
procesos de planeación, ordenación y manejo, la promoción de una cultura del agua, el 
manejo de conflictos entre usuarios y el fortalecimiento institucional. Dicho fortalecimiento 
institucional, que dentro de los parámetros de este trabajo puede ser referido a los atributos 
de la gobernabilidad desde la perspectiva jerárquica de gestión, constan de la necesidad de 
mejorar las capacidades administrativas de las entidades públicas ambientales, revisar las 
normativas relativas a la gestión de las aguas, promover iniciativas que posibiliten la 
obtención de insumos e información para el ajuste de los planes y la importancia de la 
priorización de acciones para garantizar la sostenibilidad financiera de la GIRH (Colombia. 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 2010). 
2.4.1. Decreto 1640 de 2012 
González (2017) sostiene que  
La convergencia entre el componente de planeación y el de gobernabilidad se 
materializa con la adopción del Decreto 1640 de 2012, mediante el cual se reglamentan 
las instancias de planeación y gestión del recurso hídrico y se constituyen los 
mecanismos de participación para la incidencia de actores no estatales en esos 
procesos. En este sentido se crean los Consejos Ambientales Regionales como 
dependencia encargada de coordinar la formulación de los Planes Estratégicos de 
Macrocuencas, que a su vez se establecen como norma de mayor jerarquía para la 
planificación de niveles inferiores y contemplan las herramientas de monitoreo para las 
zonas hidrográficas; los Consejos de Cuenca como instancia de participación y 
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representación en el diseño de los Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas 
Hidrográficas (POMCA) en las subzonas hidrográficas; y las Mesas de Trabajo para la 
elaboración de los Planes de Manejo Ambiental (PMA) de microcuencas y acuíferos 
(p.217). 
En relación con lo anterior cabe traer a colación que, de conformidad con el articulado 
del Decreto 1640 de 2012,  
… tanto las instancias de coordinación como las de participación tienen un 
carácter meramente consultivo, y para el caso de los Consejos de Cuenca y las Mesas 
de Trabajo, en tanto instituciones creadas para propiciar la participación y 
representación formal de los actores establecidos sobre la cuenca, su posibilidad de 
incidencia en las dinámicas de participación es reducida de forma exclusiva a la 
realización de recomendaciones en la fase de formulación de los planes, puesto que sus 
miembros dejan de ser tenidos en cuenta en los procesos de implementación, ejecución 
y evaluación de los mismos (González, 2017, p. 217-218).  
Siendo importante añadir que a partir de los puntos reglamentados en el decreto en 
cuestión, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible será el encargado de formular el 
Plan Estratégico para cada una de las macrocuencas, toda vez que la participación de otras 
entidades únicamente está contemplada para la entrega de información e insumos técnicos 
para la construcción del mencionado plan (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2012). Por lo tanto las directrices adoptadas por el Gobierno Nacional para cada Plan 
estratégico deben ser acatadas por todo plan e instrumento de gestión de inferior jerarquía, 
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de forma similar a como ocurre con los planes departamentales respecto al plan nacional de 
desarrollo. 
2.5. Normativas relativas a la GIRH en Antioquia 
En el presente apartado se realizará una breve exposición de las ordenanzas 
departamentales y del componente hídrico de los Planes de Acción de las CAR presentes en 
el territorio objeto de estudio. 
2.5.1. Ordenanza 20 de 2015 
Mediante la presente norma se adopta la política pública para la adquisición, 
preservación y administración de los ecosistemas estratégicos del agua en Antioquia. Tiene 
como fin dar cumplimiento a los aspectos concernientes a la recuperación y el mantenimiento 
de las áreas de importancia estratégica para la preservación del agua reglamentados en 
artículo 111 la Ley 99 de 1993. De esta manera la Gobernación de Antioquia pone de 
manifiesto su interés por liderar la adquisición, mantenimiento, conservación y restauración 
de predios a los que se refieren los artículos 1 y 2 de la Ley 79 de 1986, es decir los terrenos 
ubicados en una extensión no inferior a doscientos metros a la redonda de los nacimientos de 
agua y en una franja no inferior cien metros de ancho en el paralelo de las líneas de mareas 
máximas a cada lado de los cauces de los ríos, quebradas y lagunas; reconociendo que el 
cuidado y la restauración de dichas franjas forestales con vegetación endémica tiene una 
importancia prioritaria para asegurar tanto la oferta y disponibilidad del recurso como la 
calidad del agua que surte los acueductos urbanos, rurales, municipales y regionales, 
resaltando también la búsqueda por defender el uso prioritario del agua para el desarrollo de 
actividades domésticas y de subsistencia (Asamblea de Antioquia, 2015). Además pasan a 
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ser reconocidos como áreas de importancia estratégica todas aquellas ubicadas aguas arriba 
de bocatomas de acueductos y las que se encuentran aguas arriba de zonas de recarga de 
acuíferos, humedales y embalses (Art. 4). 
2.5.2. Plan de Acción de CORANTIOQUIA 2012-2015 
En el programa VI del Plan de Acción de CORANTIOQUIA, denominado “Gestión 
Integral del Recurso Hídrico” en referencia a la política nacional promulgada en el 2010, se 
plantean como objetivos mejorar el conocimiento de la oferta, demanda y calidad del agua, 
desarrollar e implementar instrumentos de planificación hidrológica para orientar la gestión 
y uso sostenible del recurso hídrico, y actualizar el inventario de aguas superficiales, 
subterráneas y atmosféricas en el territorio de jurisdicción de la CAR. Para el logro de los 
objetivos se contemplan, entre otras, las siguientes actividades: determinar la oferta, demanda 
y calidad hídrica a nivel de cuencas; formular, actualizar o ejecutar 9 planes hídricos en los 
tres  años contemplados para la ejecución del plan; valorar los bienes y servicios ambientales 
relacionados con el agua; proteger, conservar y recuperar ecosistemas estratégicos para 
garantizar la oferta y calidad del agua; y fortalecer la operación de monitoreo del recurso 
(CORANTIOQUIA, 2012). Como se puede observar, todos y cada uno de los programas está 
directamente relacionado con los objetivos y estrategias trazadas en la política nacional del 
año 2010, aunque también se evidencia que son discriminados los aspectos relativos a la 
participación y la cultura del agua. No obstante lo anterior, es igualmente necesario reconocer 
que en el programa IV del mismo PGAR, “Construcción de una cultura ambiental 
responsable y ética”, se encuentran actividades direccionadas a promover y fortalecer 
organizaciones de la sociedad civil, fortalecer redes de participación para la gestión ambiental 
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del territorio y contribuir al mejoramiento del hábitat de las comunidades rurales 
(CORANTIOQUIA, 2012), aunque no se establece ningún tipo de relación entre las 
actividades del programa IV con los procesos propios de la planificación y ejecución de los 
instrumentos de gestión hidrológica. 
2.5.3. Plan de Acción CORNARE 2012-2015 
Al igual que la anterior CAR, el plan de acción de Cornare también tiene un programa 
de Gestión Integral del Recurso Hídrico directamente relacionado con los objetivos y planes 
de acción estratégica contemplados en la PNGIRH para los tres años previstos para la 
ejecución, éstos son: actualizar la información referente a la oferta y demanda hídrica 
superficial y subterránea, hacer seguimiento a los programas de uso eficiente del agua, 
cofinanciar la adquisición de predios ubicados en áreas estratégica para la conservación del 
recurso hídrico, implementar tres POMCA, mejorar la calidad del monitoreo del recurso en 
7 cuencas, implementar un sistema de información y registro de usuarios del recurso, ejecutar 
planea maestros de saneamiento, apoyar la puesta en marcha de tres planea de tratamiento de 
aguas, y aplicación de las tasas por uso y retributiva (CORNARE, 2012). Así mismo, para el 
caso del presente plan de acción los temas relativos a la educación en cultura del agua y la 
participación de la gestión de la misma parecen haber sido omitidos del componente de 
gestión hídrica pese a ser objetivos planteados en la PNGIRH, de igual forma a lo que se 
puedo observar en el programa concerniente a la gestión del agua de CORANTIOQUIA para 
los mismos años. 
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3. La gestión del recurso hídrico en Antioquia: Un balance crítico 
Con miras a analizar el desempeño relativo a la gestión del agua por parte de las autoridades 
públicas con jurisdicción en el territorio indagado, el presente capítulo comienza con la presentación 
de los lineamientos de política departamentales abstraídos de las normativas y planes de acción 
vigentes durante el tiempo delimitado para la investigación, para posteriormente realizar una 
valoración del alcance de las actividades implementadas en aras de establecer su impacto real en los 
aspectos referentes a planeación o conservación del agua, y finalizar con el análisis de los desafíos de 
la gobernabilidad en el territorio estudiado tomando como punto de partida tanto los marcos 
normativo vigentes como las problemáticas relativas a la gestión evidenciadas en el área objeto de 
estudio. 
3.1. Una mirada de los lineamientos de política para la GIRH en Antioquia 
Partiendo de la consideración de los planes, políticas y normas nacionales y 
departamentales presentadas en el capítulo anterior, resaltando la no existencia de un texto 
de política hídrica departamental en sentido estricto, y teniendo en cuenta tanto las 
responsabilidades legales de las autoridades públicas en materia de gestión ambiental como 
la orientación dada por éstas a la ejecución de esos procesos a partir de lo articulado en sus 
planes de acción y ordenanzas, el presente apartado se orienta a esclarecer una mirada de los 
objetivos de acción de las entidades públicas departamentales, a partir de los cuales se 
configuran las líneas de acción estratégica de gestión hídrica que han direccionado las 
dinámicas públicas para la administración de dicho recurso en el territorio objeto de estudio 
desde la implementación de la PNGIRH. Para el logro de ese cometido se parte de los puntos 
comunes tanto a la ordenanza como de los planes de acción cuatrienales de las CAR 
expuestos en el capítulo anterior. 
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Después realizar el análisis de la Ordenanza 20 de 2015 y de los programas y 
actividades del componente de GIRH contemplados en los planes de acción tanto de 
CORANTIOQUIA como de CORNARE, es posible identificar 4 líneas de acción claramente 
definidas para la gestión del agua en el territorio objeto de estudio: 
1. Proteger, conservar y recuperar –adquirir en caso de que no se posean- los predios en 
los que se encuentren ecosistemas de importancia estratégica para garantizar la oferta, 
disponibilidad y calidad del recurso hídrico, es decir aquellos enunciados en el 
apartado 2.5.1. del capítulo anterior (siendo este el único punto común a los tres 
documentos tenidos en cuenta para el análisis a nivel departamental); 
2. Desarrollar e implementar instrumentos de planeación y ordenación del recurso 
hídrico para orientar tanto las actividades de gestión como el uso sostenible del 
mismo; 
3. Actualizar la información relativa a oferta, disponibilidad y demanda del recurso 
hídrico7; y 
4. Fortalecer y mejorar los procesos de monitoreo del agua superficial y subterránea. 
Ahora bien, tras realizar una comparación entre los cuatro lineamientos estratégicos de 
acción generales al área de estudio delimitada en el marco del presente análisis y los objetivos 
y estrategias de la PNGIRH, se evidencia que si bien hay concordancia en los temas 
(encontrados en la política nacional como objetivos) referentes a la oferta, planeación y 
ordenación, demanda, calidad y gestión del riesgo asociada al recurso hídrico, ni en la 
                                                          
7 En lo que a demanda respecta, CORNARE planea implementar un sistema de información y registro de 
usuarios del recurso (CORNARE, 2012). 
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ordenanza ni en los planes de gestión de las dos CAR se encuentran actividades orientadas a 
asegurar en cumplimiento de los objetivos trazados en la política de 2010 en materia de 
participación de  los usuarios en la gestión del recurso, cultura del agua y al manejo de 
conflictos asociados a su aprovechamiento; más allá de la obligación en las que se encuentra 
las CAR de estructurar Consejos de Cuenca y Mesas Ambientales para los procesos de 
formulación de los planes de ordenación y manejo hidrológico de conformidad con lo 
estipulado en el Decreto 1640 de 2012. Por otro lado, y en referencia el objetivo denominado 
en la PNGIRH como “Fortalecimiento institucional”, éste en los planes departamentales 
únicamente podría vincularse con la implementación de los instrumentos de planeación de 
las cuencas y acuíferos, a nivel general, y en la aplicación de las tasas ambientales 
contempladas como actividad a desarrollada en el marco del programa de GIRH de 
CORNARE. De esta manera, y antes de ahondar en el análisis valorativo de la gestión del 
agua por parte de las entidades públicas competentes, conviene señalar que los aspectos 
innovadores o novedosos presentes en el articulado de la PNGIRH, es decir los relativos al 
componente de gobernanza, en principio han sido reducidos por parte la Gobernación de 
Antioquia y de las dos CAR con jurisdicción en el territorio estudiado al cumplimiento de 
los mínimos contemplados por la norma. 
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3.2. Balance de la gestión del recurso hídrico en Antioquia 
A continuación se presentará un análisis valorativo de la gestión del recurso hídrico en 
el departamento evaluando el desempeño de las entidades públicas ambientales en la 
implementación de las dos primeras líneas de acción anteriormente identificadas8. 
3.2.1. Análisis de la protección y conservación de predios de importancia 
estratégica para la preservación de microcuencas abastecedoras 
Los predios de importancia estratégica para la preservación del recurso hídrico que 
surte acueductos son aquellos a los que se refieren el artículo 111 de la Ley 99 de 1993 y los 
artículos 1 y 2 de la Ley 79 de 1986. La adquisición para reforestación y/o preservación de 
la capa vegetal que circunda los nacederos de agua y sus vertientes, que a su vez pasan a 
constituir microcuencas, es fundamental para garantizar la renovación del recurso y por lo 
tanto su oferta y disponibilidad; supone un filtro natural para el ingreso agentes 
contaminantes a los flujos de agua y para alejar de los mismos las actividades antrópicas, 
contribuyendo a mejorar la calidad; hace las veces de barrera de contención de inundaciones 
en temporadas de lluvia, relacionándose así con la gestión del riesgo; y se erige como 
elemento fundamental para proteger el recurso desde la partes altas de las cuencas hasta que 
es captado por las bocatomas de acueductos rurales y urbanos. Por las razones anteriormente 
enunciadas la conservación de esas áreas estratégicas, en las que además se incluyen 
                                                          
8 No se realizará el análisis del desempeño de las autoridades públicas en lo que respecta a las líneas 3 y 4 de 
acción en materia de política de GIRH identificadas ya que éstas se encuentran bien caracterizadas y 
actualizadas de acuerdo con lo que se ha podido observar en los planes de acción y los planes de acción 
ambiental regional de las dos CAR, y con los estados del arte del recurso hídrico en Antioquia publicados por 
el Centro de Tecnología de Antioquia (CTA). 
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humedales, lagunas, páramos y represas, es de vital importancia para garantizar la 
sostenibilidad del recurso. 
De acuerdo con la información suministrada por la Secretaria de Medio Ambiente de 
la Gobernación de Antioquia, para finales de 2015 la cifra histórica de terrenos adquiridos 
para la protección de microcuencas abastecedoras de acueductos en el área objeto de estudio 
era de 521 predios (georeferenciados en el Mapa 1), que suman un total de 19531 Ha (190,25 
km cuadrados)9. De dichos predios, un total de 85, cuya área sumada equivale a 12531 Ha 
(125,31 Km cuadrados), fueron comprados entre los años 2012 y 201510. 
Tomando como punto de partida la información del consolidado histórico de los 
predios en cuestión suministrada por la Secretaría de Medio Ambiente de Antioquia, se ha 
elaborado la siguiente tabla para cuantificar y tipificar la intervención de las autoridades 
públicas como cofinanciadoras en la adquisición de áreas estratégicas para la preservación 
de microcuencas abastecedoras (Tabla 1): 
Autoridad pública 
Número de predios 
cofinanciados 
Área total de predios 
cofinanciados (Ha) 
Departamento 228 15020 
Municipios 487 13208 
Las dos CAR 110 9786 
                                                          
9 Mirar anexo 1 (información en formato magnético). 







CORANTIOQUIA 39 8799 
CORNARE 71 985,5 
Tabla 1: Participación de las autoridades públicas en la adquisición de predios para la 





Mapa 1: Georeferenciación del consolidado de predios adquiridos para la protección de microcuencas 
abastecedoras de acueductos. 
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Con base en la información hasta ahora considerada es posible realizar las siguientes 
consideraciones: (1) Pese a que la norma a partir de la cual se reglamenta la declaración de 
las reservas forestales estratégicas para la conservación del recurso hídrico data de hace 40 
años, y que desde la Ley 99 de 1993 las CAR, los municipios y departamentos están en la 
obligación de invertir recursos para la adquisición y el mantenimiento de dichos predios, 
hasta el año 2011 únicamente se habían adquirido 6492 Ha de tierra para dicho fin, es decir 
el 34,13% del total de los predios destinados a protección del agua abastecedora de 
acueductos con los que hoy cuenta el departamento; (2) en el mismo orden de ideas conviene 
señalar que el interés del anterior gobierno departamental por proteger el recurso fue vigente 
durante sus 4 años de duración, ya que durante ese periodo se compraron más tierras 
destinadas a convertirse en áreas de protección estratégica que en todos los anteriores, a pesar 
de que la norma mediante la cual se formalizó tal propósito en el departamento haya sido 
expedida en el último año de esa administración; y (3) si bien las CAR son desde los marcos 
legales vigentes las entidades públicas encargadas de la GIRH en el área de su jurisdicción, 
teniendo como responsabilidades aplicar las normas y políticas nacionales en materia de 
gestión ambiental, a partir de la información presentada en la Tabla 1 es posible observar que 
la intervención de los municipios y el departamento tienen un mayor impacto en lo que a la 
protección del recurso hídrico abastecedor de acueductos respecta. Finalmente, y como se 
puede evidenciar en el Mapa 1, las áreas de protección para el agua que suerte acueductos en 
subregiones como el Norte, Nordeste, Bajo Cauca y gran parte del Magdalena Medio brillan 
por su ausencia. 
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Por otro lado, si se parte del hecho de que en el área objeto de estudio la Secretaria de 
Medio Ambiente de Antioquia ha identificado y georeferenciado 1651 bocatomas de 
acueductos (ver mapa 2), que representan un promedio de apenas 11,48 Ha (0,1148 Km 
cuadrados) de predios adquiridos por bocatoma a nivel genereal en el departamento, es 
posible afirmar que aún falta transitar un largo trayecto para asegurar la protección y 
sostenibilidad de la oferta en el departamento. 
 
Mapa 2: Georeferenciación de bocatomas realizada en 2012 y 2013. Elaboración propia a partir de la 
información arrojada por el proyecto “Planes viales subregionales y participativos”, operado por el CTA. 
64 
 
No obstante lo antes analizado, es preciso señalar que tanto los predios consolidados 
como áreas de protección del recurso hídrico como la disponibilidad y calidad del agua 
captada por las bocatomas de los acueductos se encuentran actualmente amenazadas por la 
explotación minera. En el Mapa 3 se encuentran georeferenciadas los 1439 títulos mineros 
concedidos hasta finalizado 2015. 
 
Mapa 3: Títulos mineros concedidos hasta diciembre 2015. Elaboración propia con base en información de la 
Secretaría de Minas de Antioquia. Datos suministrados por Laura Posada de la Secretaria de Medio Ambiente. 
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Como se mencionó en el párrafo anterior, en al área objeto de estudio han sido 
concedidos hasta diciembre de dos mil quince 1439 títulos mineros que en suman un total de 
746154,12 Ha, es decir que el área ocupada por las concesiones mineras es poco más de 39 
veces la superficie total de los predios destinado a la protección del recurso hídrico adquiridos 
por las autoridades públicas en el espacio geográfico sobre el que se indaga en la presente 
investigación. Más allá de poder afirmar que es preocupante desde el punto de vista de la 
sostenibilidad el hecho de que la superficie de tierra concedida para minería sea mucho mayor 
que el área de predios destinados para la conservación del agua, dato suficiente para 
cuestionar la sostenibilidad de un modelo de desarrollo dependiente de la extracción del 
recursos naturales, la eficacia de la gestión ambiental por parte de las autoridades públicas, 
de su capacidad para coordinarse entre sí y con las entidades del orden nacional, y la eficacia 
de los instrumentos de planificación del recurso agua deben ser puestas en tela de juicio 
cuando al observa que en el área de 375 de los títulos mineros hasta ahora otorgados se 
encuentran bocatomas de acueductos y 112 de los predios adquiridos para la conservación 





Mapa 4: Sobreposición de mapas para identificar cruces entre predios para protección del agua, títulos 
mineros y bocatomas de acueductos. Elaboración propia a partir de la información de los mapas anteriores. 
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A partir de análisis de los datos arrojados por la sobreposición de los mapas anteriores 
es posible sostener que pese al avance en materia de adquisición de predios destinados a la 
conservación del recurso hídrico, las áreas hasta ahora existentes para dicho fin no son 
suficientes para garantizar de forma efectiva la protección del agua, especialmente cuando 
poco más del 20% de las áreas de conservación estratégica se encuentran dentro del perímetro 
de concesiones minera11. Lo anterior, además, lleva a pensar que los planes de ordenación y 
manejo del recurso hídrico no cumplen con su cometido desde el punto de vista del 
ordenamiento territorial, que no se evidencia articulación entre las dependencias encargadas 
de la gestión del agua y las encargadas de evaluar los estudios de impacto ambiental de los 
proyectos de desarrollo al interior de las mismas CAR, y/o que la relación entre las 
autoridades ambientales departamentales y las nacionales no cuenta con conductos de 
comunicación adecuados. Estas preocupaciones se ven reflejadas también el hecho de que 
375 bocatomas de acueductos se encuentren al interior de terrenos titulados para minería12. 
3.2.2. Análisis del desarrollo e implementación de los instrumentos para la 
planificación y ordenamiento del recurso hídrico 
Antes de comenzar el análisis de la gestión de las autoridades ambientales en materia 
de implementación de instrumentos de planeación y ordenación del recurso hídrico, es 
preciso identificar las subzonas hidrográficas del departamento, ya que éstas, conteniendo 
cuencas de nivel inferior al subsiguiente o consolidándose como cuencas del nivel 
subsiguiente, son objeto de ordenación por parte de las CAR a partir de la entrada en vigencia 
                                                          
11 Análisis desarrollado con base en los datos contenidos en el Anexo 1:tabla histórica de predios adquiridos. 
12 Análisis desarrollado con base en los datos contenidos en el Anexo 3: tabla de bocatomas. 
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del Decreto 1640 de 2012. A continuación, en el Mapa 5, se encuentran demarcadas las 
subzonas hidrológicas del departamento de Antioquia: 
 





3.2.2.1. Aplicación de instrumentos de planeación y ordenación del recurso hídrico en 
la jurisdicción de CORANTIOQUIA 
De acuerdo con el Departamento Administrativo de Planeación de la Gobernación de 
Antioquia (2014), entre los años 2009 y 2014 en el área de la jurisdicción de Corantioquia se 
formularon 13 Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas y Acuíferos (POMCA), y todos 
estaban en fase de ejecución para el año 2014. No obstante lo anterior, en el informe de 
planificación hidrológica de las misma corporación, actualizado a 2016, dicha entidad se 
encuentra liderando la formulación de tres POMCAs (Río Aura, Río Amagá Quebrada 
Sinifaná y la cuenca del Rió Grande-Río Chico) en el área de su jurisdicción, la actualización 
del POMCA del Río Aburrá conforme con los requerimientos planteados en el Decreto 1640 
de 2012, y trabaja junto con otras CAR en la formulación de 5 POMCA (Río Bajo San Jorge, 
Río Samaná Norte, Río Nare, Río Cocorná y Directos Magdalena y Río Arma)13. Por lo tanto 
es posible aseverar que la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia 
(CORANTIOQUIA) a la fecha se encuentra trabajando en el diseño de un POMCA, en la 
formulación de 8 más y no se encuentra ejecutando ninguno. 
En los mapas presentados a continuación se encuentran delimitadas las cuencas que se 
encuentran en proceso de planificación y ordenación por parte de la CAR en cuestión (Para 
el caso del Mapa 6 no se encuentra referenciada la cuenca de los ríos Grande y Chico): 
                                                          




Mapa 6 (arriba): Cuencas con POMCAs en proceso de formulación por CORANTIOQUIA. Mapa 7 (abajo): Cuencas con 




De acuerdo con los objetivos trazados por CORANTIOQUIA en su plan de acción 
2012-2015, la entidad se comprometió formular, actualizar o ejecutar 9 planes hidrológicos 
hacia el final del periodo de gestión, por lo tanto, y teniendo en cuenta que se encuentra 
participando de 8 procesos de formulación y liderando uno de actualización, es posible 
sostener que ha cumplido con las metas pactadas. Sin embargo, y trayendo a colación el 
análisis de la información presentada en el apartado 3.2.1., se evidencia que ha sido realizada 
ninguna intervención desde la autoridad ambiental en materia de planeación, ordenación y 
manejo del recurso hídrico en las subregiones identificadas como más problemáticas en 
relación con la convergencia entre bocatomas de acueductos y titulaciones mineras, y en la 
que no se evidencia la existencia de predios destinados a la protección del recurso para el 
consumo humano (Norte, Nordeste y Bajo Cauca). 
3.2.2.2. Aplicación de instrumentos de planeación y ordenación del recurso hídrico en 
la jurisdicción de CORNARE 
Para el caro de CORNARE el Departamento Administrativo de Planeación de la 
Gobernación de Antioquia (2014) informa acerca de la formulación de 18 POMCAs y de la 
ejecución de 21 de éstos planes entre 2009 y 2014. No obstante, y de la misma forma en que 
ocurrió con la información ofrecida en materia de planificación hídrica de la anterior CAR, 
las cifras no coinciden con la realidad14. De acuerdo con la información obtenida acerca de 
dicha corporación, la misma se encuentra liderando la formulación de 5 POMCAs (Ríos 
Negro, Nare, Samaná Norte, Samaná Sur y Cocorná directos al Magdalenta), trabaja junto 
                                                          
14 Tampoco coinciden en la página web de CORNARE, puesto que en ella es posible encontrar que se han 
formulado 36 planes de ordenación y manejo hidrológico, no obstante algunos de ellos son Planes de Manejo 
(PMA) de microcuencas y acuíferos, y otros son Planes de Ordenación de Recurso Hídrico (PORH). 
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con Corpocaldas en la formulación otros dos (ríos La Arma y La Miel), con 
CORANTIOQUIA en la actualización del instrumento concerniente al Río Aburra, y aún 
tiene tres cuencas priorizadas en las que no ha iniciado el proceso de formulación planes de 
ordenación y manejo del recurso hídrico; es decir que CORNARE participa del proceso de 
formulación de 8 POMCAs en la actualidad15. Al respecto cabe señalar que la gestión el 
balance de gestión de CORNARE en materia de formulación de POMCAs es positivo, ya 
que en su plan de acción 2012-2015 únicamente se contempla la formulación del plan de 
ordenación y manejo d la cuenca del Río Negro, que efectivamente se encuentra en proceso 
de formulación, y ha participado del diseño y estructuración de otros 7 POMCAs. 
3.3. Desafíos de la gobernabilidad del agua en Antioquia: consideraciones 
pertinentes a propósito de la implementación de modelos de gobernanza del 
agua 
Vale la pena comenzar el presente apartado señalando la pertinencia abordar tanto el 
análisis de la gestión de las autoridades públicas ambientales en el departamento en materia 
de conservación y planeación del recurso hídrico como las problemáticas relativas al modelo 
institucional de gestión del agua en Antioquia a la luz del concepto de gobernabilidad, puesto 
que las posibilidades de implementación de modelos de gobernanza, entendida como 
herramienta interactiva acción colectiva desde la perspectiva de la GIRH, presupone la 
existencia de unas determinadas disposiciones institucionales y capacidades por parte de las 
entidades públicas encargadas de la gestión ambiental en el departamento. 
                                                          
15 Mirar Anexo 10: Entrevista a Diego León Hoyos, CORNARE. 
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A este respecto es preciso señalar que, pese a la crisis del enfoque jerárquico tradicional 
en el que se pensaba instituciones públicas eran las únicas que contaban con las capacidades 
necesarias para gobernar a sus sociedades (Aguilar, 2006; Lechner, 2001; Subirats, 2010), 
las organizaciones gubernamentales continúan siendo los únicos actores legalmente 
investidos de la facultad para crear normas y acuerdos de obligatorio cumplimiento para la 
totalidad de los miembros de una sociedad y siguen ostentando el monopolio legítimo sobre 
los medios de coerción. En este sentido la cuestión de la gobernabilidad continúa vigente, 
dado que las organizaciones de todos los niveles del estado deben estar dotadas de las 
capacidades necesarias para relacionarse efectivamente tanto con las demás instituciones 
públicas como con los actores sociales y agentes de mercado en un escenario dinámico, con 
miras articularlos y coordinar acciones mancomunadas (Aguilar, 2006; Meuleman, 2008), y 
les corresponde también encargarse de asegurar el cumplimiento de las leyes, reglamentar 
las instituciones formales de negociación de conflictos y el curso de acción de las políticas. 
Partiendo de las consideraciones anteriores, en el transcurso de las próximas líneas 
serán plantados algunos desafíos de la gobernabilidad del agua identificados para el caso de 
Antioquia: 
3.3.1. Centralización administrativa de la gestión del agua 
Retomando las características anteriormente expuestas de la Ley 99 de 1993,  
… es posible establecer la existencia un alto grado de centralización 
administrativa que no se evidencia de forma exclusiva en la dependencia de las CAR 
respecto al gobierno nacional sino que también se ve reflejada en la relación existente 
entre las mismas corporaciones y las autoridades municipales, en el entendido de que 
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las leyes marco y las políticas ambientales son formuladas desde el orden nacional y 
aplicadas por las CAR en el regional, despreciando el papel dinamizador que podrían 
jugar las entidades municipales en materia de planificación, gestión de conflictos y 
articulación social orientada a desarrollar procesos colectivos de gestión en escenarios 
localizados. Al respecto conviene destacar que en 2007 el 68% de las inversiones 
nacionales en GIRH fue ejecutada por los municipios y tan sólo un 20% por las CAR 
(Colombia. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 2010), es decir 
que quienes más dinero invierten son quienes menos poder de decisión poseen 
(González, 2017, p. 219).  
Pese a que no fue posible encontrar las cifras totales invertidas en GIRH en el área 
objeto de estudio por el gobierno departamental, las CAR y los municipios, vale la pena traer 
a colación los datos contenidos en la Tabla 1, a partir de los cuales es posible observar que 
la participación de los municipios en la compra de predios para la conservación de 
microcuencas abastecedoras de acueductos es superior tanto en número de predios adquiridos 
como en el área de los mismos a la participación de las corporaciones ambientales en el 
mismo rublo. 
Lo antes expuesto demuestra la pervivencia de un patrón de gestión ambiental 
claramente jerarquizado, en el que tanto la comunicación como las decisiones fluyen de 
arriba hacia abajo y en el que los lineamientos de administración ambiental tienden a 
parecerse a las viejas políticas de los estados de bienestar (González, 2017), que según 
Subirats (2010) “… tendieron a configurarse de manera universalista, y se caracterizaron por 
≪pensarse≫ y ≪producirse≫ de manera poco diversificada o personalizada, ya que se partía 
del supuesto de que era necesario responder a necesidades-demandas tendencialmente 
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homogéneas” (p. 23). En el marco del actual modelo de gestión de las aguas en Colombia, 
en el que los lineamientos, objetivos y estrategias de acción de la PNGIRH son universales 
y en el que los POMCA y PMA son totalmente condicionados por los Planes Estratégicos de 
Macrocuencas, las problemáticas asociadas al recurso hídrico, los valores culturales del agua 
y la multiplicidad de usos económicos en los territorios pueden verse eclipsados fácilmente. 
Además, González (2017) señala que “… los escenarios ambientales regionales y locales 
tienden a quedar a merced del gobierno de turno dadas las disposiciones institucionales 
contempladas en la legislación vigente” (p. 220). 
3.3.2. El no desarrollo normativo y la no aplicación por parte de entidades públicas 
del principio de Rigor Subsidiario 
Partiendo de la centralización administrativa de la gestión ambiental planteada en el 
apartado anterior, y de conformidad con el articulado de la ley 99 de 1993, en materia de 
aplicación de normas y políticas ambientales en Colombia cabe la posibilidad de recurrir al 
principio de rigor subsidiario, de acuerdo con el cual se plantea la posibilidad de una 
aplicación más estricta de los marcos normativos en aras de asegurar su cumplimiento en la 
medida en que se desciende en la jerarquía normativa. Mediante dicho principio se abre la 
puerta a una eventual innovación y adaptación de las políticas ambientales para su aplicación 
rigurosa en escenarios localizados, y se erige como el único mecanismo a partir del cual se 
podrían consolidar herramientas de gestión ajustables a las necesidades particulares de 
territorios tan diversos como las cuencas hidrográficas. Sin embargo dicho principio no ha 
sido reglamentado ni desarrollado por normas posteriores a la ley 99 y tampoco ha sido 
explorado hasta la fecha por parte de las corporaciones ambientales, el gobierno 
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departamental ni los municipios16. Si se toma como punto de partida que la aplicación de 
dicho principio podría contribuir a adaptar los planes y actividades de las políticas hídricas a 
los conflictos asociados al uso del agua propios de a cada cuenca o microcuenca, a la forma 
en la que las comunidades asentadas sobre esos territorios conciben el recurso y al tipo de 
actividades productivas que lo impactan, la no aplicación del mismo supone que en esos 
territorios se continúe dependiendo de la implementación líneas de acción política que no 
atienden a las problemáticas reales y particulares que en ellos se padecen.  
3.3.3. Desarticulación institucional 
El tercer desafío de gobernabilidad evidenciado  
…consiste en la poca articulación real que parece existir entre las autoridades 
públicas y consecuentemente entre sus políticas y acciones en materia de gestión 
ambiental. Tomando como ejemplo la PNGIRH (2010) y su principal decreto 
reglamentario (1640 de 2012), es de resaltar el hecho de que en sus textos no se haga 
más que referencia a otras políticas públicas teniendo en cuenta tanto la 
interdependencia existente entre la totalidad de dimensiones ambientales como la 
vigencia actual de políticas nacionales para la gestión integral de la biodiversidad, el 
riesgo, el suelo y los residuos sólidos, entre otras ambientales. Al respecto, y más allá 
de la mención que en una política se pueda hacer de otra, el hecho de que a partir de 
las normas y políticas ambientales no se establezca una relación vinculante y 
unificadora de estrategias de acción en aspectos convergentes entre ellas puede ser 
                                                          
16 Mirar Anexo 6: Entrevista a Oscar Mejía, ex Subdirector de Calidad Ambiental de CORANTIOQUIA y ex Sub 
Secretario de Gestión Ambiental de la Secretaría de Medio Ambiente de la Gobernación de Antioquia. 
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entendido como una evidencia de la inexistente articulación entre los procesos de 
gestión ambiental desde el orden nacional (González, 2017, p. 220). 
Por otro lado, retomando la información ofrecida en el apartado 3.2.1. acerca del cruce 
de bocatomas de acueductos y áreas estratégicas para la protección del recurso hídrico con 
predios titulados para exploración y explotación minera, se posibilita poner en tela de juicio 
la articulación entre dependencias de una misma organización, puesto que con excepción de 
las licencias ambientales concedidas por la Agencia Nacional de Licencias Ambientales, las 
entidades encargadas de evaluar y avalar los estudios de impacto ambiental que se deben 
realizar para la aprobación de un título minero son las CAR. Siendo importante agregar, que 
los predios destinados a la protección de microcuencas deberían estar delimitados como tales 
en los planes de ordenación hidrológica, y que esos planes se constituyen como norma de 
superior jerarquía en materia de ordenamiento territorial para todo el territorio delimitado 
dentro de la cuenca ordenada. 
3.3.4. La no implementación de los planes de ordenación y manejo del recurso 
hídrico 
De acuerdo con Oscar Mejía (mirar Anexo 6) los planes de ordenación y manejo del 
recurso hídrico son la herramienta fundamental para garantizar la sostenibilidad del recurso, 
no obstante su aplicación ha sido reducida en el área objeto de estudio. Es posible analizar 
dicha afirmación desde dos miradas estrechamente relacionadas entre sí: 
 Pese a haber sido contemplados y reglamentados a partir del decreto 2811 de 
1974, los instrumentos de planificación y ordenación de cuencas han sido 
reglamentados posteriormente por el Decreto 2858 de 1981, la ley 99 de 1993, 
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el Decreto 1729 de 2002 y el Decreto 1640 de 2012. Con excepción del 
contenido referente a éstos planes en el Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y en el Decreto 2858, que no fueron acompañados por 
guías de diseño y que pese a ofrecer algunos parámetros para su estructuración 
no contenían lineamientos y objetivos claros para la ordenación, en tiempos 
recientes los marcos encargados de reglamentar los parámetros, objetivos, 
instrumentos y guías para la planeación han sido contemplados desde la ley 99 
y modificadas en 2 ocasiones en los 20 años siguientes17. Es posible sostener 
que las dos razones anteriormente expresadas puedan haber repercutido en la 
no implementación de los instrumentos de planeación en cuestión, ya que en 
principio las normas reglamentarias tendían a ser incompletas o ambiguas y 
posteriormente han sido modificadas en lapsos de tiempo corto, de forma tal 
que su implementación se ha visto comprometida y la evaluación de su alcance 
real se ha visto dificultada. 
 Para el caso de Antioquia, y en relación con lo anterior, conviene referirse al 
caso del POMCA del Río Aburrá, perteneciente a la subzona hidrológica del 
Río Porce, que a su vez es complementada por la Cuenca del Río Grande. 
Dicho plan ha sido el único que ha llegado a fase de implementación pero tuvo 
que comenzar a ser actualizado 3 años después de conformidad con los 
parámetros de una nueva norma, en este caso del Decreto 1640. Si bien ningún 
otro POMCA ha llegado a ser ejecutado en el área objeto de estudio, y de hecho 
                                                          
17 Al respecto escuchar las apreciaciones de Diana Montoya (Anexo 12). 
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el reglamentado no cubría la totalidad de la delimitación hidrológica, aquellos 
que han comenzado a ser diseñados tuvieron que modificarse por efecto de los 
parámetros ofrecidos por la nueva legislación. 
En lo que a planes de ordenación y manejo de cuencas y acuíferos respecta, el gran problema 
hasta la fecha es que estos no han llegado a ser implementados, o en otra palabras no han 
pasado de la fase de formulación, y por lo tanto la valoración del impacto de los mismos en 
temas tales como la conservación y delimitación de las áreas estratégicas para la protección 
del recurso hídrico no ha podido ser establecida. 
3.3.5. La no estandarización de las tasas ambientales y los desafíos de su 
implementación 
La implementación de las herramientas a partir de las cuales se financian las CAR, que 
a la vez suponen un instrumento de control sobre el aprovechamiento del agua por parte de 
actores públicos y particulares, también evidencia serias limitaciones en materia de 
reglamentación y aplicación pese a haber sido adoptadas en el Decreto 2811 de 1974. Los 
instrumentos en cuestión son las tasa retributiva, instaurada bajo el principio del que 
contamina paga: reglamentada mediante el Decreto 901 de 1997 y desde entonces su figura 
ha sido modificada con los decretos 3100 de 2003, 3440 de 2004 y 2667 de 2012; y las tasas 
por utilización de aguas, que deben ser pagadas por toda persona natural o jurídica que saque 
provecho del uso del recurso captándolo directamente de su fuente natural: reglamentada en 
la Ley 99 de 1993 y modificada con el Decreto 155 de 2004 (González, 2017). El constante 
cambio en la reglamentación así como la no estandarización de protocolos y guías para la 
aplicación de estos instrumentos ha dificultado su implementación. 
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En relación con lo anterior y para el caso de Colombia en general, cabe mencionar que 
entre 2002 y 2007 se recaudaron alrededor de $291.000 millones de pesos por concepto de 
tasa retributiva, mientras que el recaudo por concepto de tasa por utilización de aguas fue de 
$5.338 millones en el año 2007 (Colombia. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, 2010). Teniendo en cuenta que en el mismo año se invirtieron $2.4 billones en la 
gestión del recurso hídrico, de los cuales las CAR aportaron $477.747, y que se calcula que 
en Colombia hay más de ciento cincuenta mil captadores de agua de los cuales sólo un tercio 
tiene permiso para realizar esa acción (Colombia. Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, 2010), se puede establecer una relación entre la imposibilidad del 
sistema ambiental de auto sostenerse dada la falta de control sobre los usuarios del recurso. 
Tal desconocimiento, conforme con lo planteado por González (2017)  
puede comprometer la oferta, demanda y calidad del agua, ya que pese a la 
abundante información existente acerca de la calidad y disponibilidad del recurso, 
parece que se ignoran las actividades para las cuales es aprovechada, el uso que se le 
da y las condiciones en la que es captada y vertida de nuevo a los cauces naturales (p. 
221). 
Centrando el análisis en el territorio indagado, específicamente en la jurisdicción de 
CORNARE18, es posible establecer, de acuerdo con la información contenida en el informe 
de seguimiento a tasas retributivas de 2015, que durante ese año se emitieron facturas de 
cobro a 188 usuarios del recurso por un monto total de facturación fue de $2.821.246.193 
                                                          
18 El análisis se realiza únicamente con base en la información suministrada por CORANARE ya que fue 
imposible obtener información similar de CORANTIOQUIA, tanto por medios electrónicos como mediante la 
solicitud personal de dichos datos de forma formal o informal. 
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(CORNARE, 2015). Al estudiar los datos contenido en el informe en cuestión no deja de ser 
sorprenderte que para un área de jurisdicción conformada por 26 municipio únicamente se 
aplique el cobro de la tasa retributiva a 188 actores contaminantes, y llama la atención que 
entre ellos se encuentren grandes establecimientos comerciales y universidades, entre otros 
negocios e infraestructuras que visitadas por una gran cantidad de personas, a los que les 
cobre menos que a una vivienda urbana de estrato 6 por verter agentes contaminantes a 
corrientes de agua.  
Siguiendo con el caso de CORNARE, pero haciendo ahora énfasis en las tasas por 
utilización de agua, es posible encontrar la siguiente información en el más reciente informe 
de seguimiento a las tasas en cuestión de esa corporación: 
 
Tabla 2: Informe de facturación de tasas por utilización de aguas en el territorio de la jurisdicción de 
CORNARE vigencia 2013. Análisis por tipo de usuarios (CORNARE, 2014, p. 27).  
Como se puede observar en la Tabla 2, se tienen registrados apenas 2.852 usuarios para 
el cobro de la tasa por uso y el monto total de facturación es de $927.977.734. Si se tiene en 
cuenta que la actividad productiva que más consume agua es la agricultura (Colombia. 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 2010), el hecho de que 
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únicamente se tengan registrados 530 usurarios para los sectores agroindustrial y 
agropecuario en un territorio en el cual de destaca la producción primaria, específicamente 
la agrícola y pecuaria (CORNARE, 2012), la no identificación de actores y la discriminación 
resultante de priorizar en el cobro de la tasa puede tornarse como un limítate a la ordenación 
y gestión del recurso. 
Al respecto conviene señalar que tanto el Decreto 155 de 2004 para el caso de las tasas 
por uso como el Decreto 2667 de 2012 para el caso de las tasas retributivas han promovido 
que el cobro de las mismas sea priorizado, ya sea a los actores identificados como mayores 
captadores y usuarios del recurso en el primer caso o aquellos cuyo vertimiento de agentes 
contaminante sea más considerable para el segundo, hecho que si bien puede contribuir a la 
sostenibilidad fiscal de las CAR en el entendido de que tanto el seguimiento constante como 
la facturación de las tasas conlleva una alta inversión de recursos, supone que numerosos 
actores establecidos sobre la cuenca y usuarios del recurso no sean plenamente identificados, 
se desconozca el objeto de su demanda de agua  y sea ignorada la contaminación resultado 
de sus vertimientos. En un escenario ideal de planificación de la ordenación y el uso del agua, 
el hecho de que información como esta sea ignorada por parte de las autoridades ambientales 
se traduce en un obstáculo de cara a la mediación de conflictos en torno al uso y 
aprovechamiento del recurso y puede afectar considerablemente los cálculos en materia de 




3.3.6. La no inclusión de los Planes de Manejo Ambiental (PMA) de proyectos de 
desarrollo en las dinámicas de gestión del agua 
El último desafío a la gobernabilidad del agua fue identificado una vez conocido el 
número de titulaciones mineras existentes en el área objeto de estudio y el cruce entre las 
zonas concedidas para la explotación de recursos naturales no renovables con predios 
destinados a la conservación de microcuencas y bocatomas de acueductos. Más allá de la 
desarticulación institucional evidenciada a raíz de dicho fenómeno, puede considerarse como 
problemático el hecho de que los PMA, entendidos como el conjunto de instrumentos 
contemplados por los operadores de un proyecto de desarrollo para eliminar, contener, 
mitigar o amortiguar los impactos del mismo sobre el ecosistema en el que se desarrolla una 
actividad específica (Conesa Fernandez-Vitoria, 2010), no se vinculen y articulen desde la 
norma ni por directrices de las autoridades ambientales con los procesos de planificación, 
ordenación y manejo de las cuencas hidrográficas y acuíferos en área de interés para la 
presente investigación.  
Partiendo de la situación planteada en el apartado 3.2.1., en el marco de un análisis que 
arroja como resultado el riesgo inminente en el que se encuentran 375 bocatomas y 112 áreas 
de protección estratégica de verse afectadas por los impactos resultantes de actividades 
extractivas, desde la norma y/o desde las directrices de las CAR se debería requerir que los 
PMA contemplen la implementación de actividades encaminadas a atender los impactos 
generados por sus actividades sobre las cuencas, y específicamente sobre las corrientes y 
depósitos de agua, y deberían propender por dar aplicación a normas como Ley 99 de 1993 
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y la Ley 79 de 1986, que para este caso son las que plantean la obligación de adquirir, 
mantener y delimitar dichos ecosistemas de interés para la protección de las cuencas. 
4. Las historias del agua: controversias en torno a la GIRH en Antioquia 
El presente capítulo comienza con un proceso de identificación de actores 
significativos, cada uno de los cuales fue entrevistado de forma individual y diferenciada a 
fin de comprender sus posiciones respecto a los valores y usos asociados al agua, tanto a 
nivel cultural como económico, para posteriormente identificar sus percepciones respecto a 
los aspectos más controversiales del patrón de gobierno del agua en el Área objeto de estudio. 
Finalmente se procede con el análisis la información por ellos suministrada para desarrollar 
cada una de las controversias identificadas. 
4.1. Identificación de actores significativos 
Con miras a establecer las implicaciones que, entendidas como limitaciones y 
posibilidades, puede suponer la implementación modelos de gobernanza interactiva en 
Antioquia, y por lo tanto la implementación y construcción de instituciones que favorezcan 
la acción colectiva en relación con a la atención de dilemas comunes relativos a conflictos de 
uso, conservación y aprovechamiento del recurso hídrico en el territorio del que se ocupa 
esta investigación, se consideró pertinente realizar un rastreo de los actores que dado su 
conocimiento, capacidad de movilización y acción comunitaria, sus actividades productivas 
o sus facultades legales institucionales representen las perspectivas de la historia, la(s) no 
historia(s) y el/los contrarrelato(s) existentes respecto a la GIRH. 
Partiendo de la noción de gobernanza ofrecida en el primer capítulo de este trabajo, a 
partir del cual se hace hincapié en la importancia de ampliar el espectro actores participantes 
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de los procesos de gestión, el proceso de búsqueda se enfocó en los siguientes sectores a 
saber: Autoridades públicas legalmente facultadas para la gestión del agua, agentes 
económicos cuyos impactos ambientales en el territorio sean considerables y ONGs 
ambientales. En total fue posible identificar 8 actores representativos del sector privado 
(varias representadas por la Corporación Cuenca Verde), fundamentalmente grandes 
empresas prestadoras de los servicios de acueducto y alcantarillado, compañías dedicadas a 
la minería y productoras de lácteos; 3 entidades públicas, entre las cuales se encuentran 
presentes las 2 CAR con jurisdicción en el territorio objeto de estudio y la Gobernación de 
Antioquia; 4 ONGs ambientales y una organización social a partir de la cual se articulan 
asociaciones comunitarias de usuarios de agua. No obstante lo anterior, fue imposible realizar 
las entrevistas a miembros de todas las organizaciones identificadas, en algunos casos porque 
sus representantes manifestaron no disponer de tiempo para reunirse con el investigador y en 
otros porque percibían el objeto de estudio de este trabajo como un amenaza para sus 
intereses, hecho ocurrido con 3 de las empresas con las que se intentó establecer contacto. 
Pese a lo antes mencionado, fue posible obtener 10 entrevistas. Con el fin de realizar 
una introducción acerca de la forma en la que se adelantaron las conversaciones y de los 
temas abordados en las mismas, para el caso de cada entrevista se realiza una breve resumen 
de esta en el caro de las autoridades ambientales, o una pequeña presentación de las ideas 
defendidas y la gestión adelantada por las demás organizaciones. A continuación la reseña 
de las 10 entrevistas realizadas: 
Gobernación de Antioquia (Anexo 6): Oscar Mejía Rivera. Subdirector de Calidad 
Ambiental de CORANTIOQUIA entre 2011 y 2013, y director de Gestión Ambiental de la 
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Secretaria de Medio Ambiente de la Gobernación de Antioquia entre 2013 y 2015. En la 
entrevista realizada esta persona manifestó tanto posiciones personales como opiniones 
producto de su experiencia en ejercicio de su anterior cargo en la Gobernación de Antoquia. 
Si bien en algunos puntos su perspectiva gira en torno a la defensa de las normas actualmente 
vigentes y del a su modo de ver progreso en el desarrollo normativo en Colombia, en otros 
puntos él realiza un balance crítico de las limitaciones de esos marcos normativos.   
Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (CORANTIOQUIA) 
(Anexo 7): María Paulina Ramírez Hoyos, profesional encargada de la planeación y 
ordenación hidrológica de la Subdirección de Calidad Ambiental. En la entrevista María 
Paulina se centró en la defensa de la gestión adelantada por la organización a la cual 
representa, especialmente en materia de formulación de POMCAs, y es posible establecer 
que, con base en el análisis crítico de información adelantado por el investigador, en algunos 
puntos exageró sobre el cumplimiento de las metas en materia de gestión del agua por parte 
de CORANTIOQUIA. 
Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare 
(CORNARE) (Anexo 10): Diego León Hoyos Martínez, coordinador del sistema de 
información ambiental y supervisor de proyecto POMCAs. La entrevista transcurrió 
abordando los temas relativos a la planeación y ordenación de cuencas hidrográficas y a las 
problemáticas evidenciadas por el actor en materia de gestión del recurso hídrico en la 
jurisdicción de su CAR. 
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Consejero de la Cuenca19 del Río Grande-Chico (Anexo 8): Fernando Alfonso 
Gómez. 
Consejero de la Cuenca del Río Amagá Quebrada Sinifaná (Anexo 9): Luis 
Humberto Cardona Cardona. 
EPM20(Anexo 11): María Isabel Gómez Ochoa, profesional especializada de la 
gerencia de Recursos Naturales de EPM. Siendo María Isabel la responsable de coordinar las 
acciones en materia de gestión ambiental en el marco de la responsabilidad social corporativa 
de su empresa, la entrevista realizada giró en torno a la percepción que EPM tiene del agua, 
de los instrumentos de planificación y ordenación, y a la prestación del agua como servicio 
público. 
Corporación Cuenca Verde (Anexo 12): Diana María Montoya Velilla, coordinadora 
del programa de Gestión y Conservación del Recurso Hídrico, y anteriormente coordinadora 
del grupo de GIRH de la Subdirección de Calidad Ambiental de Corantioquia. Esta 
corporación surge en 2013 en el marco de la Alianza Latinoamericana de Fondos de Agua 
creada por TNC, La Fundación Femsa, el BID y el FMAM, y tiene como líneas de acción 
mejorar la calidad del agua, disminuir la infiltración y el aporte de sedimentos a los cauces, 
desarrollar una cultura del agua y fortalecer la gobernanza del recurso hídrico. A partir de 
este fondo se canalizan recursos de responsabilidad social corporativa de empresas como 
Grupo Nutresa, Coca Cola, Postobon, EPM Grupo Argos, Grupo Familia, Syngenta y 
                                                          
19 Teniendo en cuenta que el modelo de participación en gestión del recurso hídrico vigente contempla los 
consejos de cuenca como espacios formales de información y participación, se decidió entrevistar a un consejero 
de cada una de las 2 cuencas que para 2015 se encontraban en funcionamiento en el áreo objeto de estudio. 
20 La persona entrevistada no quiso ser gravada, por lo tanto se entrega un acta verificada por ella como respaldo 
de la conversación sostenida. 
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Colanta en materia de gestión del agua, y se dedica a administrar los recursos suministrados 
por esas empresas en el desarrollo de proyectos orientados a proteger, a partir del desarrollo 
de las acciones enmarcadas en las normas nacionales, las cuencas del Río Grande y el Río 
Negro, en las cuales se encuentras los embalses Río Grande II y la Fe, que se encargan de 
proveer el 91% del agua consumida en el Área Metropolitana del Valle de Aburrá. 
Corporación Ambiental La Ceiba (Anexo 13): Julio Cesar Maya, miembro del 
programa de Gestión del Territorio. Esta ONG ambiental ubicada en la ciudad de Medellín 
tiene influencia en acueductos comunitarios de alrededor de 16 municipios del departamento 
de Antioquia y orienta su accionar a la cualificación y asesoría de grupos sociales 
organizados en procura de que puedan garantizar su acceso al agua potable en áreas rurales. 
Desde esta perspectiva defienden el agua como bien común y derecho humano, y sostienen 
defender dicho derecho de los intentos de privatización emanados de la mercantilización y 
privatización del recurso, que surgidos en medio del discurso neoliberal, se materialización 
en Colombia con la Ley 142 de 1994 y el modelo de desarrollo económico primario 
dependiente de la extracción de recursos naturales no renovables. 
Corporación Ecológica y Ambiental Penca de Sábila (Anexo 14): Javier Márquez 
Valderrama, Coordinador del Programa de Cultura y Política Ambientalista y director de la 
ONG. El accionar de esta ONG gira en torno a temas como los acueductos comunitarios y la 
defensa del agua como derecho y bien común, y su actividad en esos campos se remosta a 
hace dos décadas, ha sido organizadores de encuentros nacionales y departamentales de 
acueductos comunitarios y Javier Márquez, miembro fundador de la misma, fue uno de los 
líderes del referendo por el agua en la década pasada.  
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Asociación Departamental de Acueductos Comunitarios de Antioquia (ADACA) 
(Anexo 15): Beatriz Elena Isaza Cataño, Presidenta de ADACA. Tanto la percepción de 
ADACA acerca del agua como de los valores y usos asociados a dicho bien son muy similares 
a los de las dos organizaciones anteriores. No obstante, esta no es una ONG sino una 
asociación departamental de asociaciones de usuarios de acueductos comunitarios, surgida a 
partir de los encuentros departamentales de acueductos rurales y comunitarios promovidos a 
partir del referendo por el agua. 
Finalmente, y en lo que a la narrativa respecta, se tendrá en cuenta tanto las normativas 
nacionales y departamentales vigentes, reseñadas en el capítulo dos, como las líneas de 
acción de políticas planteadas en la primera parte del capítulo tres.  
4.2. Explicación de controversias 
A continuación se procede con la explicación de las tres principales controversias 
identificadas en torno a la gestión del recurso hídrico a partir de las ideas y abstracciones 
resultantes de las entrevistas realizadas a cada uno de los actores entrevistados. Para tal fin 
se acudirá al uso de tablas explicativas a partir de las cuales se pueden contrastar los 
argumentos de cada individuo y ubicarlos como parte de la historia-narrativa o del 
contrarrelato o contra-narrativa. Posteriormente se realizará un análisis de cada uno de los 
aspectos controversiales abordados a partir de las ideas planteadas por los mismos actores. 
4.2.1. La percepción social y el valor del agua 
Actor (o norma-política) Narrativa Contra-narrativa 
Oscar Mejía Rivera (Gobernación 
de Antioquia) 
Agua entendida como patrimonio de 




María Paulina Ramírez Hoyos 
(CORANTIOQUIA) 
Agua entendida como recurso 




Diego León Hoyos Martínez 
(CORNARE) 
Agua entendida como recurso 
necesario para la vida y el desarrollo 
económico (CORNARE, 2012) 
 
Fernando Alfonso Gómez (Cuenca 
Río Grande) 
  
Luis Humberto Cardona Cardona 
(Cuenca Río Amagá) 
  
María Isabel Gómez Ochoa (EPM) 
Bien común y fundamental para la 
vida, y servicio en la medida en la 
que debe ser tratado y llevado a los 
centros poblados a ciudades 
 
Diana María Montoya (Cuenca 
Verde) 
Recurso fundamental para la vida y 
en riesgo de escasear en las grandes 
ciudades 
 
Julio Cesar Maya (La Ceiba)  Bien común y derecho humano 
Javier Márquez (Corpenca)  Bien común y derecho humano 
Beatriz Elena Isaza (ADACA)  Bien común y derecho humano 
Norma-política nacional 
Narrativa principal 
Patrimonio de la nación administrado 
por el Estado (Presidencia de la 




Recurso necesario para el bienestar 
social y el desarrollo económico 
sostenible (Asamblea de Antioquia, 
2015) 
 
Tabla 3: comparación de percepciones en torno a la concepción y el valor del agua. 
Como se puede observar en el cuadro anterior, y partiendo de las percepciones y valores 
con los que los actores entrevistados conciben el agua, es posible comprender que la primera, 
y posiblemente principal controversia, gira en torno a si dicho patrimonio ambiental es un 
bien común y un derecho al que toda persona debe tener acceso, o si es un recurso y un 
servicio, de forma tal que es fundamental para el desarrollo económico y social pero también 
91 
 
un servicio que debe brindarse de forma eficiente. Mientras los actores inscritos en el marco 
de la contra-narrativa abogan por la acción colectiva para la autogestión y la provisión de 
algo que consideran como un derecho, sosteniendo que el costo de abastecimiento del mismo 
aumentaría de forma considerable si éste fuera prestado por una tercera persona a partir de 
una empresa con fines lucrativos, y que el aprovechamiento del agua para la explotación de 
recursos naturales se erige como un ejemplo de privatización en la medida en la que la 
prioridad en la asignación deja de ser el consumo humano; desde la percepción del agua como 
recurso se puede sostener que proveer el servicio de acueducto requiere de inversión en 
infraestructura, potabilización y cuidado de las fuentes, y que la explotación de los recursos 
naturales es necesaria para el desarrollo de la región. 
Teniendo en cuenta lo anterior, es posible aseverar que el debate acerca de la 
percepción del agua como derecho o recurso representa el aspecto a partir del cual se 
desprenden las demás controversias y se polariza el debate. 
4.2.2. Las perspectivas de gestión del recurso 
Actor (o norma-política) Narrativa Contra-narrativa 
Oscar Mejía Rivera 
(Gobernación de Antioquia) 
Implementación de herramientas de 
planeación y ordenamiento, garantizar la 
protección y conservación del recurso a 
partir de la consolidación de áreas de 
protección estratégica, propiciar la 
participación social en la gestión y 
desarrollar las consideraciones legales en 




María Paulina Ramírez 
Hoyos (CORANTIOQUIA) 
Desarrollar e implementar los instrumentos 
de planeación y ordenación, y consolidar 
los consejos de cuenca y planes de manejo 
de microcuencas y acuíferos 
 
Diego León Hoyos Martínez 
(CORNARE) 
Desarrollar e implementar los instrumentos 
de planeación y ordenación, y consolidar 
los consejos de cuenca y planes de manejo 
de microcuencas y acuíferos 
 
Fernando Alfonso Gómez 
(Cuenca Río Grande) 
 
Propiciar espacios reales de 
participación y tener en cuenta a las 
comunidades  
Luis Humberto Cardona 
Cardona (Cuenca Río 
Amagá) 
Consolidar las instancias de participación 
institucionales y promover el respaldo a las 
mismas por parte de autoridades 
municipales 
 
María Isabel Gómez Ochoa 
(EPM) 
Aterrizar y reglamentar las 
consideraciones legales vigentes ya que 
muchos son ambiguas o no han sido 
desarrolladas 
 
Diana María Montoya 
(Cuenca Verde) 
Promover modelos de participación para 
garantizar la protección de las cuencas y 
reservas de agua 
 
Julio Cesar Maya (La Ceiba)  
Autogestión de las comunidades para 
la provisión de un derecho y el 
desarrollo de planes de manejo para 
el cuidado de las cuentes 




Javier Márquez (Corpenca)  
Autogestión de las comunidades para 
la provisión de un derecho y el 
desarrollo de planes de manejo para 
el cuidado de las cuentes 
abastecedoras. Acuerdo público-
comunitarios 
Beatriz Elena Isaza (ADACA)  
Provisión de un derecho a partir de la 
acción colectiva de las comunidades 
Norma-política nacional 
Narrativa principal 
Aplicación de instrumentos de 
planificación, ordenación y gestión, 
eficacia en el administración del recurso y 






Promover la conservación del recurso 
hídrico a partir de una política orientada al 
fortalecimiento de zonas de reserva 
forestal estratégicas, e implementación de 
instrumentos de planeación y ordenación 
hidrológica 
 
Tabla 4: Percepciones de los actores acerca de la forma en la que se gestiona el recurso  
Para el caso de las diferentes formas en las que es concebida la gestión del recurso 
hídrico desde el punto de vista de los actores, es posible observar que la controversia radica 
en dos aspectos diferenciados pero directamente relacionados entre sí: la dicotomía entre la 
gestión formal e informal del agua, y la también dicotómica cuestión entre un modelo de 
gestión centralizado y jerárquico y otro descentralizado y horizontal. 
Para el primer caso, bajo el modelo formal se evidencia el apego existente por parte 
entidades gubernamentales y los agentes productivos representados por Cuenca Verde a las 
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instituciones formales, o en otras palabras a los marcos normativos existentes; que contrasta 
con la acción colectiva y autogestión de bienes comunes promovida por las ONGs y ADACA, 
que fundamentan tanto su accionar como su reconocimiento a partir de la confianza y la 
estructuración de redes sociales de acción comunitaria en escenarios micro, y que prestan 
más atención a la legitimidad social, entendida como la confianza en sus propios métodos e 
instituciones, que a la legalidad, en este caso representada por el contenidos de las normas en 
sentido estricto. 
Respecto a la segunda cuestión dicotómica observada, los actores institucionales y los 
sectores empresariales siguen un patrón de gestión que obedece a normas y políticas 
nacionales, en el marco de los cuales su poder de decisión y acción se ve limitado por esos 
marcos jurídico-políticos; mientras que los movimientos sociales y redes de acción colectiva, 
en defensa de la forma en la que conciben el agua, trabajan en el marco de sus propios 
arreglos institucionales para atender situaciones concretas en espacios localizados. 
No obstante lo anteriormente expuesto, es posible sostener que tanto para los actores 
inscritos en la narrativa como para quienes en su discurso esgrimen discursos en oposición a 
las políticas vigentes, la protección de los ecosistemas presentes en las cuencas abastecedoras 
y la provisión de agua para consumo humanos son una prioridad en ambos relatos. De esta 
manera es posible pensar que, a pesar la tener percepciones diferentes en cuanto a lo que el 
recurso representa y a los medios implementados para el cumplimiento de esos objetivos, su 
consecución, entendida como un fin común, puede pasar llegar a consolidarse como eje 
articulador de la acción mancomunada. 
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4.2.3. Perspectivas entorno a la concepción de la participación en la GIRH 
Actor (o norma-política) Narrativa Contra-narrativa 
Oscar Mejía Rivera (Gobernación 
de Antioquia) 
Consolidación de los espacios 
formales para la participación 
representa un avance en los marcos 
ambientales nacionales. 
No obstante su carácter consultivo 
resta legitimidad e importancia a las 
decisiones. La participación activa es 
más propensa a presentarse en 
escenarios localizados. 
María Paulina Ramírez Hoyos 
(CORANTIOQUIA) 
Fortalecer los consejos de cuencas y 
las mesas de trabajo para 
microcuencas y acuíferos 
 
Diego León Hoyos Martínez 
(CORNARE) 
Fortalecer los consejos de cuencas y 
las mesas de trabajo para 
microcuencas y acuíferos 
 
Fernando Alfonso Gómez (Cuenca 
Río Grande) 
 
Los consejos de cuenca con órganos 
consultivos en los cuales las 
consideraciones de los actores no 
pasan de ser opiniones 
Luis Humberto Cardona Cardona 
(Cuenca Río Amagá) 
Consejos de cuenca como escenarios 
participativos que deben ser 
conocidos y respaldados por 
autoridades municipales 
 
María Isabel Gómez Ochoa (EPM) 
Consolidación de los espacios 
formales para la participación 
representa un avance en los marcos 
ambientales nacionales. 
No obstante su carácter consultivo 
resta legitimidad e importancia a las 
decisiones. La participación activa es 
más propensa a presentarse en 
escenarios localizados. 
Diana María Montoya (Cuenca 
Verde) 
 
Consejos de cuenca y mesas de 
trabajo son órganos consultivos en el 
que la aplicación de las 
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consideraciones depende tanto de los 
técnicos de las autoridades 
ambientales como de la voluntad 
política de quienes toman las 
decisiones de la entidad 
Julio Cesar Maya (La Ceiba)  
Consejos de cuenca y Mesas de 
Trabajo como órganos consultivos y 
no vinculantes. Participación 
entendidas como el empoderamiento 
y la autogestión comunitaria 
Javier Márquez (Corpenca)  
Consejos de cuenca y Mesas de 
Trabajo como órganos consultivos y 
no vinculantes. Participación 
entendidas como el empoderamiento 
y la autogestión comunitaria 
Beatriz Elena Isaza (ADACA)  
Consejos de cuenca y Mesas de 
Trabajo como órganos consultivos y 
no vinculantes. Participación 
entendidas como el empoderamiento 
y la autogestión comunitaria 
Norma-política nacional 
Narrativa principal 
Consejos de cuenca y mesas de 
trabajo como espacios de 
participación para representantes de 





Consejos de cuenca y mesas de 
trabajo como espacios de 




los actores asentados sobre una 
cuenca 
Tabla 5: Perspectivas acerca del significado y concepción de la participación en la GIRH. 
En lo referente a los espacios de participación en materia de GIRH la controversia 
puede ser resumida en la forma en la que se concibe el concepto de participación por parte 
de los actores y el impacto real de las decisiones resultantes. De esta manera, desde las 
normas promulgadas para reglamentar la PNGIRH se crean las Consejos de Cuenca y las 
Mesas de Trabajo para microcuencas y acuíferos, instituciones formales en las que participan 
un conjunto de actores que representan los sectores que desarrollan actividades en una cuenca 
específica, y que de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1640 de 2012 se constituyen 
como órganos consultivos y de información para la formulación de los planes de ordenación 
hidrológica. Dichos espacios, promovidos tanto por la ley como por las CAR, parecen 
concebir el término participación como un ejercicio de consulta e información social 
realizado por las autoridades ambientales, que si bien supone un avance en materia de 
legislación ambiental en Colombia de acuerdo con lo señalado por Oscar Mejía y María 
Isabel Gómez en sus respectivas entrevistas, no representa más que un cambio incremental 
respecto a las normas anteriores puesto que los argumentos de los actores miembros de una 
de estas instancias de participación quedan reducidos a no ser más que opiniones. Mientras 
tanto las decisiones reales son tomadas por las autoridades ambientales de conformidad con 
los parámetros establecidos por los Planes Estratégicos de Macrocuencas, en el marco de un 




Al respecto es importante señalar que incluso el ex director de Gestión Ambiental de 
la Secretaria de Medio Ambiente y la representante de EPM reconocen como falencias de las 
instancias de participación formales el carácter consultivo de las mismas y reconocen que la 
participación real es más propensa a presentarse en escenarios localizados. De esta manera 
es posible introducir la segunda perspectiva, es decir la de las ONGs y ADACA, que 
entienden la participación como el empoderamiento de los actores de una comunidad y su 
propensión a la acción colectiva para la atención de dilemas comunitarios o el 
aprovechamiento de un bien común como el agua.  
5. Las implicaciones de la gobernanza del agua: experiencias y sugerencia para su 
implementación en el caso de Antioquia 
En el transcurso del presente capítulo se exponen las tres experiencia de gobernanza 
identificadas en el proceso de investigación acerca de la gestión hídrica en el territorio objeto 
de estudio, para continuar con la formulación de recomendaciones orientadas al desarrollo e 
implementación de nuevos modelos de gobernanza del agua tomando como insumos el 
análisis de las antiguas experiencia, las controversias identificadas en el capítulo anterior, las 
posiciones e ideas de los actores entrevistados y los desafíos de gobernabilidad desarrollados 
en el tercer capítulo de este trabajo. 
5.1. Las experiencias de gobernanza del agua en Antioquia 
En medio de las indagaciones realizadas para el desarrollo del presente trabajo fue 
posible encontrar 3 experiencias de gobernanza que coinciden con las tipificaciones 
inicialmente abordadas para el análisis de dicho concepto y que dan fundamento a la idea de 
metagobernanza propuesta por Jessop (2008) y Meuleman (2008): El primero es el Programa 
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Integral Red Agua, iniciativa de la Subdirección de Calidad Ambiental de 
CORANTIOQUIA, y que podría ser concebido desde la gobernanza jerárquica; la segunda, 
que puede entenderse como experiencia de gobernanza de mercado, es la creación de la 
Corporación Cuenca Verde; y la tercera experiencia, identificada como gobernanza en red, 
es representada por las dinámicas de organización y autogestión social para la provisión del 
agua mediante acueductos comunitarios en zonas rurales de Antioquia. 
5.1.1. El Programa Integral Red Agua (PIRAGUA, gobernanza jerárquica) 
Este proyecto surge como una iniciativa de la Subdirección de Calidad Ambiental de 
CORANTIOQUIA encaminada a capacitar a habitantes de zonas rurales del área de su 
jurisdicción en materia de gestión hídrica mediante la enseñanza de metodologías para la 
medición de la lluvia y del caudal de las corrientes de agua, y para la evaluación de la calidad 
del recurso a partir de la observación del color del mismo y de la observación de insectos en 
cercanía de las riveras. A partir de dichos conocimiento se pretendía que las personas 
capacitadas en los talleres tuvieran la capacidad de convertirse en parte activa del sistema de 
monitoreo del recurso hídrico de dicha corporación y de gestionar riesgos asociados tanto a 
avenidas torrenciales e inundaciones, función que podrían realizar mediante de la aplicación 
de las mediciones de lluvia y caudal, como a la contaminación del agua, riesgo que estarían 
en capacidad de identificar a partir de la observación del mismo y de los organismos que 
habitan en su cercanía (CORANTIOQUIA, 2014). 
Al respecto es posible afirmar que se trata de una relación de doble vía, ya que por un 
lado se enseñaba a ciudadanos a implementar instrumentos de monitoreo del recurso y por el 
otro la corporación se nutría de los datos recolectados por ellos, disponiendo de más 
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información para hacer seguimiento a la oferta y calidad del agua que fluye por los ríos y 
quebradas de su territorio. 
Partiendo de las consideraciones anteriormente presentadas, y resaltando que la 
iniciativa busca incluir a actores de la sociedad en procesos de gestión, podría llegar a ser 
considerada como una experiencia de gobernanza jerárquica, ya que a pesar de vincular a 
actores sociales al ejercicio de funciones anteriormente realizadas de forma exclusiva por el 
estado, no existe participación de las personas asociadas a PIRAGUA en lo que a la toma de 
decisiones respecta, y la red que se teje en el desarrollo de las actividades propias del proyecto 
depende tanto de la continuidad del mismo como de los recursos movilizados por esa 
autoridad ambiental. 
5.1.2. La Corporación Cuenca Verde (gobernanza de mercado) 
Como se dijo anteriormente, esta corporación surge en 2013 en el marco de la Alianza 
Latinoamericana de Fondos de Agua creada por TNC, La Fundación Femsa, el BID y el 
FMAM, y tiene como líneas de acción mejorar la calidad del agua, disminuir la infiltración 
y el aporte de sedimentos a los caudales, desarrollar una cultura del agua y fortalecer la 
gobernanza del recurso hídrico. Es posible afirmar que se constituye como una experiencia 
de gobernanza del agua desde la perspectiva de agentes de mercado en la medida en la que 
su financiación depende de la contribución de empresas ese sector y su accionar consiste en 
articular, administrar y ejecutar los proyectos de responsabilidad social corporativa de esos 
Stakeholders para la gestión de las cuencas abastecedoras de los embalses que proveen el 
agua consumida por los habitantes del Valle de Aburrá, en el marco de las normas 
ambientales vigentes en el país y acogiendo las líneas de acción política de las autoridades 
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ambientales. Por otro lado, y en lo referente a la gestión en el territorio, la organización 
suscribe acuerdos con propietarios de predios cercanos tanto a las fuentes de agua como a las 
riveras de las fuentes abastecedoras y de los embalses, con el fin de implementar medidas de 
manejo ambiental tales como reforestación y construcción de pozos sépticos, además de 
capacitar a los habitantes de sus zonas de interés en materia tratamiento de aguas residuales 
y manejo de residuos21.  
Partiendo de lo hasta ahora expuesto es afirmar que la Cuenca Verse supone una 
experiencia de gobernanza innovadora en el área objeto de estudio por dos razones a saber: 
i) articula los intereses y recursos de agentes de mercado en lo que a responsabilidad 
ambiental se refiere (gobernanza de mercado); y ii) Adelanta sus labores en las dos cuencas 
en las que tiene presencia a partir de la interacción con los habitantes de las mismas, 
promoviendo acciones conjuntas orientadas a mejorar la calidad del recurso hídrico, y a la 
reforestación y conservación de predios que, incluso estando en manos de privados, son 
considerados estratégicos para garantizar la oferta de agua que surge los embalses Rio Grande 
II y La Fe (gobernanza interactiva en el territorio).  
5.1.3. Los acueductos comunitarios (gobernanza de red) 
En sí mismos los acueductos comunitarios representan, desde la perspectiva de quienes 
los conforman y apoyan, una expresión de gobernanza comunitaria del agua en concordancia 
con las ideas planteada por Bowles y Gintis (2001), ya que son un reflejo de auto-
organización de un grupo de personas que actúan a partir de la confianza y con miras a 
                                                          
21 La escritura de este párrafo fue realizada con base en la información suministrada en la entrevista realizada 
a Diana Montoya. Ver Anexo 12. 
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atender de forma mancomunada una situación percibida como problemática, proceso que 
contribuye estrechar lazos sociales y del cual emanan una reglas de juego aceptadas por el 
conjunto de individuos que se ve beneficiados de la acción colectiva. Además, y en el marco 
de la lucha por el agua como derecho, estas organizaciones comunitarias han sabido 
configurarse como un movimiento social a partir de la articulación de sus ideas e intereses 
en una red social intermunicipal como ADACA, configurándose como actor político a partir 
de la estructuración de una red que, a diferencia de PIRAGUA, no es central al no depender 
de un único actor y tiende a ser más densa en la medida en la que es el resultado de la voluntad 
y la interacción entre la totalidad de los nodos que la integran. 
5.2. Implicaciones de la gobernanza del agua: desafíos, oportunidades y 
posibilidades de implementación 
A continuación se exponen los desafíos, oportunidades y posibilidades de 
implementación de modelos de gobernanza interactiva y participativa del agua tomando 
como punto de partida los desafíos de gobernabilidad del recurso hídrico, las controversias 
identificadas y las experiencias de gobernanza anteriormente expuestas. 
5.2.1. Desafíos de la gobernanza del agua 
El primer gran desafío identificado tiene que ver con la centralización tanto a nivel 
nacional como a nivel departamental de la toma de decisiones y la concentración de las 
funciones administrativas en las CAR. En el marco del actual modelo de gestión del agua en 
el departamento, y a partir del articulado de la Ley 99 de 1993, el papel de las gobernaciones 
parece ser el de brindar acompañamiento y contribuir a la financiación de procesos liderados 
por las corporaciones autónomas, ya que pese a tener la capacidad de diseñar y liderar 
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políticas públicas, sus facultades legales de injerencia en la GIRH son limitadas a aspectos 
como la compra de predios para la conservación del recurso y sus recurso ignorados en lo 
que a la aplicación de instrumentos de gestión respecta. De esta manera, y en marco del actual 
modelo de administración pública del agua, las posibilidades reales de influencia del 
gobierno departamental en la implementación de la gestión se encuentran en el asiento con 
el que cuenta el Gobernador o su delegado en el Consejo Directivos de las CAR y con las 
facultades que la ley le concede para postular a un candidato a Director de estas entidades.  
El segundo conjunto de entidades públicas con posibilidades de acción reducidas en el 
actual sistema de GIRH en Colombia son los municipios. Si bien es cierto, como señaló en 
la entrevista Diana Montoya22, que las capacidades técnicas de las administraciones 
municipales en lo relativo a aspectos medio ambientales suelen ser precarias, y más allá de 
poder controvertir dicha afirmación argumentando que esa precariedad puede radicar en la 
centralización y concentración administrativa de la gestión en las CAR desde hace poco más 
de dos décadas, para la aplicación efectiva y prioritaria de las herramientas de gestión, para 
el desempeño de tareas de seguimiento y policía, y para la información y coordinación de 
acciones en escenarios localizados el papel de los gobiernos locales debe ser considerado. 
Además, y si como se expuso en el tercer capítulo los municipios son los actores que más 
invierten en gestión del agua en el país y los que más han participado de la adquisición de 
predios para la conservación del recurso en el territorio estudiado, es hora de pensar que el 
peso de sus decisiones puede ser mayor y sus capacidades en el territorio reconocidas. 
                                                          
22 Mirar Anexo 12. 
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Por otro lado, segundo desafío para la gobernanza del agua, estrechamente relacionado 
con la centralización administrativa y concentración de funciones en algunas entidades, es la 
deficiente capacidad de las autoridades públicas para relacionar entre sí y con las 
comunidades y agentes de mercado presentes en sus áreas de jurisdicción. Más allá de las 
problemáticas identificadas en relación con el desarrollo institucional desde el nivel nacional, 
que se materializan en la no articulación entre la política hídrica, otras políticas ambientales 
y políticas de sectores productivos estratégicos como el energético y el minero, las 
corporaciones autónomas de desarrollo sostenible, de acuerdo con lo observado en sus planes 
de acción, páginas web y en las entrevistas concedidas por sus representantes, no parecen 
estar interesadas en articular sus acciones con los municipios, comunidades y actores 
productivos desde la planificación y ordenación para el uso del agua, ya que con excepción 
de PIRAGUA, que puede ser vista como un ejemplo de instrumentalización de comunidades 
campesinas para la recolección de datos, y de las Consejos de Cuenca, que no dejan de ser 
órganos meramente consultivos, parece que desde el punto de vista de esas entidades públicas 
el único criterio válido sigue siendo el técnico. De esta manera es posible aseverar que las 
autoridades ambientales parecen no reconocer sus limitaciones, que desde las mismas se 
conciben las problemáticas asociadas al agua como un problema exclusivamente científico, 
y que por lo tanto los conflictos relacionados con el uso, aprovechamiento y percepción del 
agua por parte de los actores con presencia en los territorios, que se constituyen como 
problemas políticos y jurídicos, quedan al margen de la agenda de las organizaciones 
encargadas de la gestión. 
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El último gran desafío para la implementación de modelos de gobernanza del agua se 
relaciona con la sobre producción normativa y la no reglamentación o aplicación de algunos 
instrumentos clave. Como se expuso anteriormente para el caso de los instrumentos de 
ordenación hidrológica y las tasas ambientales, en los últimos 40 años, a pesar de la entrada 
en vigencia de una nueva constitución, herramientas como las mencionadas se han mantenido 
pero su actualización ha sido constante, hechos que repercuten en la no estandarización de 
las mismas, en el entorpecimientos de los procesos administrativos al tener que ajustarlas 
desde la etapa de diseño y en la imposibilidad de evaluar su impacto real ya que su tiempo 
de aplicación ha sido bastante reducido. No obstante, otras figuras contempladas desde la leí 
como el principio de Rigor Subsidiario no han sido desarrolladas en normas posteriores a la 
de su promulgación y no han sido aplicadas por las autoridades ambientales, que al parecer 
reducen el objeto de su labor a cumplir lo establecido desde las leyes y políticas nacionales; 
e instrumentos de gestión como la adquisición y mantenimiento de áreas de interés 
estratégico para la conservación de microcuencas abastecedoras, fundamental para garantizar 
la sostenibilidad, calidad y oferta de agua, no han tenido un impacto real como se puede 
concluir a partir del análisis desarrollada en el tercer capítulo, y su implementación en la zona 
delimitada para la investigación se produjo 30 años después de haber sido considerada en la 
norma. 
5.2.2. Oportunidades y posibilidades de implementación de herramientas de 
gobernanza del agua 
Para comenzar, y trayendo a colación el análisis realizado en el apartado anterior y en 
el tercer capítulo, no sobra mencionar que las posibilidades de implementar modelos de  
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gobernanza del agua en Antioquia requieren de la existencia de unas disposiciones 
institucionales que, entre otras cosas, contribuyan a superar los desafíos de gobernabilidad 
del agua desarrollados páginas atrás, las limitaciones existentes en las instituciones formales 
que entorpecen o impiden la articulación de la entidades públicas con las organizaciones 
privadas y sociales, posibiliten la coordinación ejercida desde una perspectiva de 
metagobernación y abran la puerta a escenarios idóneos de participación activa y acción 
colectiva a los actores interesados de la gestión del recurso. No obstante lo anterior, y con el 
fin de materializar recomendaciones aplicables en el marco del modelo de gestión del agua 
actualmente vigente, en el transcurso de las próximas líneas se realizan una serie de 
propuestas orientadas a propiciar la acción mancomunada para la atención del dilemas 
relativos al agua en el área objeto de estudio. 
Con base en las controversias desarrolladas en el capítulo anterior, vale la pena 
considerar que si bien es cierto que la forma en la que es concebida agua, ya sea como recurso 
o como derecho, parece constituirse como una especie de creencia ontológica para los actores 
inscritos en la narrativa o en la contra-narrativa y la posibilidad de que esas ideas cambien 
tiende a ser remota, a partir de las controversias referentes a las perspectivas de la gestión y 
la participación se posibilita esclarecer algunas ventanas de oportunidad y posibles puntos de 
convergencia entre los marcos normativos existentes, las autoridades públicas, algunos 
agentes de mercado y las organizaciones sociales y comunitarias. 
En primer lugar se abordará el tema relativo a las perspectivas de gestión, entendida 
con la aplicación de instrumentos de manejo, conservación, provisión y planeación de uso 
del agua. A este respecto la principal controversia radica en la forma en la que se accede al 
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agua, ya que a partir de la ley 142 de 1994 se homogeniza la actividad de provisión de agua 
para consumo humano como un servicio y el sistema a partir del cual se presta como una 
compañía, de tal forma que sin importar si el acueducto pertenece a una empresa pública, 
privada o a una comunidad organizada debe cumplir con los mismos requisitos y poseer los 
mismos permisos. Además la misma norma contempla que, en aras de garantizar un servicio 
eficiente y de calidad, los municipios deben invitar a participar de la prestación del servicio 
a empresas privadas, públicas al departamento o a la nación con el fin de crear empresas de 
servicios públicos (E.S.P.). Por su parte las organizaciones sociales, defensoras del agua 
como derecho y de la autogestión comunitaria, se oponen a la privatización del recurso y al 
previsible aumento del costo por acceder al mismo en la medida en la que se encuentran 
alejadas de zonas urbanas, pero también reconocen que las empresas pueden no estar 
dispuestas a prestarles el servicio teniendo en cuenta los costos que para ellas puede 
representar la construcción de la infraestructura necesaria para acceder a zonas rurales de los 
municipios. 
Es precisamente ese último punto el que podría llegar a solucionar la controversia, ya 
que las comunidades organizadas en zonas rurales podrían continuar garantizando su acceso 
al agua en la medida en la que para las empresas prestadoras del servicio implica una 
inversión significativa nutrirse de la infraestructura requerida para atender a esa población. 
Ahora el problema radica en el carácter homogenizador de la ley 142, claro ejemplo del 
carácter universalista propio del antiguo patrón de gestión pública de los estados occidentales 
de acuerdo con los postulados de Subirats (2010), y posible muestra del desconocimiento de 
las problemáticas localizados en zonas rurales. No obstante, y en aras de brindar una posible 
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solución a tal problemática, Javier Márquez23 propone la implementación de acuerdos 
público-comunitarios, a fin de respaldar la autogestión comunitaria orientada a la garantía de 
un derecho con el respaldo técnico y económico de entidades públicas, y que podría ser 
ejecutado en materia de cualificación de comunidades en labores de mantenimiento, mejora 
de infraestructura para garantizar la potabilización del agua o facilidad para el trámite de 
permisos ambientales, comerciales y a cumplir con estándares de salud; constituyéndose 
como una iniciativa de gobernanza interactiva entre entidades públicas y comunidades. 
 Siguiendo con la gestión, pero ahora en referencia a la aplicación de herramientas de 
manejo para la conservación del recurso, es posible observar que para todos los actores 
entrevistados la protección de las áreas estratégicas destinadas a la conservación del recurso 
que abastece bocatomas es una prioridad. En este caso se puede discriminar la ocupación o 
procedencia del propietario del acueducto, en la medida en la que a partir del mismo se 
obtenga agua para el consumo de una comunidad su cuidado se constituye en un compromiso 
colectivo. Teniendo eso en cuenta es posible sostener que las autoridades públicas, ejerciendo 
su labor como metagobernadoras, deben asegurar la capacidad para relacionarse con los 
actores presentes en una microcuenca abastecedora con el fin de articular acciones orientadas 
a la conservación, que antes realizadas de forma unilateral por cada actor, ahora podrían ser 
más eficaces. Para este caso el papel de los gobiernos municipales, dada su cercanía a las 
cuencas, comunidades y empresas prestadoras, pasa a ser fundamental para amalgamar 
intereses y acciones, que más allá de la compra de predios estratégicos pueden estar 
relacionados con la reforestación de predios privados, el logro de acuerdos para que los 
                                                          
23 Mirar Anexo 14 
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propietarios de terrenos se comprometan con el cuidado de la capa vegetal presente en el 
mismo o la capacitación de campesinos como guardabosques. 
Estrechamente relacionado con las medidas de manejo se encuentran la planificación 
y ordenación del recurso, que a su vez supone otro punto de convergencia en las posiciones 
manifestadas por los actores en sus respectivas entrevistas. Para el caso concreto de los 
instrumentos de ordenación y planificación del recurso, tanto las normas y los actores 
inscritos en la narrativa como los enrolados en la contra-narrativa manifiestan la importancia 
de diseñar e implementar planes a partir de los cuales se ordene el territorio de forma tal que 
se pueda garantizar la conservación del recurso hídrico y el acceso al mismo por parte de la 
población, de tal forma que unos promueven los planes de manejo de microcuencas y los 
otros, como forma de asegurar su derecho al agua, diseñan planes similares orientados a 
intervenir para la conservación del recurso que posteriormente consumen. Es posible 
entonces, tomando como punto de partida para la ordenación hidrológica, centrar la atención 
en escenarios micro y no en escenarios meso, es decir en las microcuencas y acuíferos y no 
en las cuencas del nivel subsiguiente, ya que es más fácil lograr informar a los actores y 
articular sus esfuerzos en áreas localizadas. Por lo tanto, y sin ir en contra vía a los 
planteamientos de las normativas actuales, las CAR podrían planear el uso de las cuencas de 
nivel medio a partir de la articulación o suma de planes de ordenación de microcuencas, que 
también pueden ser consideradas como el escenario indicado para vincular las actividades 
contempladas en los planes de manejo de proyectos de desarrollo como las actividades 
extractivas con las labores desempeñadas por las asociaciones comunitarias, empresas de 
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servicios públicos y autoridades estatales y ambientales para la conservación y uso sostenible 
del agua. 
6. Conclusiones 
Para comenzar, haciendo referencia al modelo de gestión del recurso hídrico en el 
territorio sobre el cual se concentró esta investigación, y a nivel nacional en general, se 
precisa sostener que la normas y políticas de aguas siempre han dependido del curso de 
acción trazado a partir de Código Nacional de Recurso Naturales Renovables de 1974, ya 
que a pesar de haber entrado en vigencia una nueva constitución, de las descentralización 
administrativa contemplada en el marco de la misma y la consecuente creación de las CAR, 
tanto las normas anteriores a 1991 como las posteriores han tenido como objeto modificar o 
reglamentar instituciones ambientales contempladas desde el Decreto 2811 de 1974. De esta 
manera, y entendiendo la dependencia de la trayectoria (path dependence) como un fenómeno 
en el cual “los resultados de una coyuntura crítica desatan mecanismos de retroalimentación 
que refuerzan la ocurrencia de un patrón particular en el futuro” (Ma, 2007, p. 64, 
referenciando a Pierson & Skocpol, 2002), es posible afirmar que ese código en tanto 
institución, al igual que el conjunto las herramientas institucionales creadas a partir de su 
desarrollo, siguen reproduciéndose en la actualidad, es decir más de cuarenta años después. 
Es igualmente posible concluir que esa dependencia de la trayectoria no se evidencia de 
forma exclusiva en la pervivencia y reproducción de las instituciones ambientales, sino que 
tambien se expresa en la excesiva proucción normativa, la constante modificación de las 
herramientas de gestión, en la ineficacia administrativa a la hora de aplicar esos instumento 
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y en el no desarrollo elementos que que podrían propiciar espacios para la implementación 
de modelos de gobernanza del agua desde la perspectiva de la GIRH. 
De la mano del fenómeno anteriormente plantado, y en alguna medida a causa del 
mismo, es necesario considerar la existencia de una crisis de gobernabilidad del agua en el 
área sobre el cual se adelantaron las indagaciones y el análisis. Dicha crisis se manifiesta en 
la incapacidad de proteger y conservar el recurso por parte de las autoridades ambientales, 
en la infeciente capacidad de los mismos para implementar tanto las herramientas de 
planeación y ordenación del recurso como los instrumentos de manejo y control, en la 
pervivencia de un patrón de administración pública jerárquico y universalista que tiene a 
concentrar el poder de decisión y acción en un número muy reducido de actores, en el no 
desarrollo del principio de Rigor Subsidiario, y en la incapacidad de las entidades públicas 
ambientales para relacionarse de forma efectiva tanto con otras entidades gubernamentales 
como con los múltiples tipos de actores asentados sobre el territorio a partir es pacios 
institucionales formales e informales. De esta manera, y desde la perspectiva de la gobernaza, 
se puede concluir que las autoridades ambientales no se han preocupado por dotarse de las 
capacidades necesarias para convertirse en metagobernadoras del agua, y por lo tanto no se 
encuentran dotadas de las facultades requeridas para estar en condición de articular y 
coordinar enfuerzos de acción colectivo orientados a la atención de dilemas ambientales 
comunes. 
No obstante lo anterior, a partir del testimonio de los actores entrevistados, del análisis 
de las tres controversias identificadas entre los mismo y de las posibilidades proporcionadas 
en el marco de las instituciones vigentes, se puede concluir que existen oportunidades 
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valiosas para la implementación de estrategias de gobernanza del agua en aspectos tales como 
provisión del recurso para el consumo humano, la implementación de instrumentos de 
planeación y ordenación mediante los cuales se articulen los intereses y acciones de los 
diferentes actores establecidos sobre territorios, y en del desarrollo de acciones colectivas de 
manejo ambiental orientadas a la conservación y uso sostenible del recurso del recurso en 
escenarios localizados como microcuencas. Finalmente, se plantea la factibilid de formular e 
implementar estrategias de ordenación de cuencas del nivel intermedio a partir de la 
articulación de los planes de las microcuencas, de forma tal que la oferta, calidad y 
disponibilidad del recurso de esas cuencas del nivel subsiguiente pueden ser garantizadas a 
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